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1 .  El Derecho Adminixtrativo y "Derecho Constitucional". ' 

1 . 1  . Derecho Políiiroy Derecho Adminislratiuo (la doclrina de (SPIOCEI-). Como seña- 
la SPIEGEL "el Derecho Político estudia los elementos del Estado y su organi- 
zación superior". Ello porque el Derecho político "es la teoría del poder del 
Estado, de sus órganos, funciones, límites, derechos, deberes, . . .": 

Ahora bien, las distintas facetas del poder del Estado: Legislación, Admi- 
nistración. Justicia, según SPIEGEL deben estudiarse aisladamente "y al mis- 
mo tiempo en sus relaciones recíprocas y con los ciudadanos, no sólo en su carác- 
ter dr organización, sino de función".' Sin embargo, no es una tarea sencilla 
puesto que se puede decir que no es posible una delimitación de cada poder in- 
dependiente de los demás. De esta manera, el "sistematizador del Derecho 
Político no debe perder nunca de vista su objetivo, que consiste en esclarecer y 

<:1; Callfxo A N A H ~ A X L ? . .  D I I w ~ «  Adrninii~~ultoo. P r o p m y  Guío para ,u Frtudia (ron una 
prrclrcri<iri Uirrcho I'úl~liro, I)cri.cliii Constitucional, Derecho Administrativo), Madrid. 19811 
y I.uras VPKI>I' ,  El Unecho Cunrlilucionnl corno Derecho Admrntnraliuo, RDPP. No. 13. 

2 l. Sri~,, , i i .  I l n r ih i i  A<iminiili<ilii~o. Harcrlr>iia. 1933 (trad. por F. J .  Conde) p.  42. 
' ,JI:I.I.IYIK. Das Rcrh! <l. rrii,d. Staarrs. I p.  419 
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revelar la relación de fuerzas de los distintos factores del Estado".' Es decir, 
para SPIEGEL "el Derecho Político es el Derecho positivo que regula la rela- 
ción de estas tres fuerzas entre sí y con los ciudadanos".5 

Por el contrario, siempre según este autor, el Derecho Administrativo se 
dirige. a "observar al Estado en su actividad y descubrir las reglas jurídicas 
que rigen la actividad del Estado y sirven para realizar las funciones de la Ad- 
ministración" .= 

Por ello, el Derecho Administrativo no puede considerarse como un mero 
apéndice del Derecho Político porque en opinión de GERBER sufriría un claro 
menoscabo.' En definitiva, aunque ambos sectores del ordenamiento jurídico 
tienen el mismo campo de estudio, su finalidad es distinta ya que como dice 
SPIEGEL "el Derecho Político estudia la relación interna de la Administración 
con los demás Poderes del Estado y el Derecho Administrativo estudia la Ad- 
ministración actuando en el exterior".a 

1.2. El Dnccho Administratiuo y el Dnccho Conrtiiucional (GALLEGO ANABI. 
TARTE: hacia un sistema de Derecho Público Estatal). El Profesor Gallego 
ANABITARTE parte de dos célebres frases que han hecho historia y que permi- 
ten comprender la relación entre estos dos sectores del Derecho Público. 

Por una parte, "El Derecho Constitucional pasa, el Derecho Administrati- 
vo permanece", de Otto MAYER y, por otra, "el Derecho Administrativo es 
el Derecho Constitucional concretizado", de WERNER. 

Pues bien, aunque en nuestros días la mayoría de la doctrina abandona el 
criterio de MAYER es necesario, como hace Gallego ANABITARTE, situar su 
famosa sentencia en su contexto histórico-jurídico. Así, lo que se acepta es que 
"el Derecho Constitucional tiene sus bases en el Derecho Administrativo y es 
incorrecto aceptar acríticamente conceptos, principios y soluciones surgidos 
baio determinada Constitución, como válidos en otro orden constitucional di- - 
ferente"." 

Es decir, el Derecho administrativo tiene unos fundamentos "per se" inde- 
pendientes y autónomos como Ciencia jurídica. Lo que pasa es que necesita 
un contexto de operatividad que viene definido por el propio Ordenamiento 
constitucional. 

De todas formas, esta temática, como seiiala Gallego ANABITARTE, ad- 
quiere contornos peculiares en cada país. En Francia, es de sobra conocida la 
teoria de VEDEL sobre las "Bases constitucionales del Derecho Administrati- 
vo" fuertemente criticadas por EISEMANN. A pesar de las peculiares circuns- 
tancias históricas y dogmáticas que concurren en el nacimiento del Derecho 
Administrativo en Francia, la "observación de VEDEL tiene interés, entre 

4 Gallego ANABITARTE, Op. ril., p. 43. 
5 Gallego ANABITARTE, OP. cit., P. 44. 
"allego ANABITARTE, +. c a . ,  p. 45. 

Gallego ANABITARTE, Op. Cit., p. 45. 
8 GERBER, Verber 6Kentliehe Rechte, 2. p .  234 
9 Gallego ANABITARTE, OP. r i l ,  p. 50. 
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otras cosas, porque plantea el dualismo Derecho Constitucional-Derecho Ad- 
ministrativo con la amplitud debida, no sólo fijando la atención en detectar co- 
mo una Constitución del siglo XIX ó xx ha podido influir en el Derecho y la 
organización administrativa, sino en la obligada comparación entre el De- 
recho Público del Antiguo Régimen y el Derecho Público del Estado Cnnstitu- 
cional". '0 

Ahora bien, para analizar con rigor las relaciones entre el Derecho Admi- 
nistrativo y el Derecho Constitucional, el paso previo es el de la definición de 
ambas disciplinas. Parece claro, como manifiesta Gallego ANABITARTE, que 
una interpretación vulgarizada de la frase de Otto MAYER arroja una concep- 
ción de Derecho Constitucional formal, esto es, Derecho Constitucional igual 
a texto o documento llamado "Ley Fundamental o Constitucional", mientras 
que el Derecho Administrativo sería "el conjunto de normas que regulan la 
actividad de un órgano del Estado (poder u órgano ejecutivo, Consejo de Mi- 
nistros, Administración Central, Provincial y Local. . . ")" 

No cabe duda que la historia jurídico-constitucional española confirma la 
afirmación de Otto M A Y E R ' ~  en atención a la extraordinaria dinamicidad 
constitucional típica de nuestro país. De todas formas, Gallego ANABITARTE 
precisa que una conclusión de esta índole ''está basada en una gran superfi- 
~ ia l idad" '~  por tres razones: 

a) Porque lo que interesa realmente, no es el número de Constituciones, si- 
no las que fueron auténticamente relevantes, lo cual excluye una parte de 
ellas. 

b) Porque el Derecho Administrativo es más mudable de lo que parece, al 
menos en lo que se refiere a sectores como la Administración local, lo cual co- 
mo certeramente seriala Gallego ANABITARTE "obliga a concluir que hay sec- 
tores del Derecho Administrativo con directas raíces político-ctinstitucionales 
como es el caso del Régimen Local". ' 4  

L) Porque, si bien algunos sectores estaban regulados por grandes Leyes, es 
a través de Reglamentos como se definían, por ejemplo, los derechos y deberes 
de los ciudadanos. Además, otros sectores no regulados por grandes Leyes es- 
taban más sometidos a la derogación y al cambio. Por eso, ha podido decir, 
pienso que no con carácter absoluto, Gallego ANABITARTE, "en este sentido 
nada pasa tanto como muchos sectores o bloques del Derecho Administra- 
tivo".li 

En la exposición de Gallego ANABITARTE el paso siguiente es acercarse al 
concepto de Constitución a partir del Derecho Constitucional. Así, según Carl 
SCHM~I'T existen cuatro conceptos: absoluto, relativo, ideal y positivo; según 

"' <;ull?go A ~ a n i r ~ t i i - E .  Op i t l  p.  15 y sa. 
11 Callrxco AnraniTARTE. Op. 'ir p.  16 y s .  Mariin R ~ . ~ o n ~ 1 ~ ~ o , A d ~ n L r r a a ' 6 n y  Conririwrón, 

Madrid, 1981 
12 ü a l l r p  A A N A B ~ T A K ~ . ~ .  Up c i r  . p.  19. 
l ?  <;alle~v ANAB~TARTE. Olp i i r .  p. 20. 
'* <;all~go ANAB~TARTE.  Up. id.. p 21. 
' X a l i e g o  A ~ a n i r a ~ r r .  Op. i i r  . p 22. 



Hermann HELLER existen dos conceptos jurídicos además del concepto for- 
mal. A Gallego ANABITARTE le interesa el dualismo entre Constitución 
formal y material (conjunto de las reglas y normas sobre la dirección del Esta- 
do, asícomo sobre la formación y competencia de los altos órganos del Estado. 
las Instituciones estatales fundamentak y la situación del ciidadano en la co- 
munidad estatal), ya que según sea el criterio elegido, así resultarán las rela- 
ciones Derecho Constitucional-Derecho Administrativo. Desde la ~ersnectiva r r 

de la estabilidad y cambio del Derecho Público "un análisis realista no puede 
tener sino un concepto material de Constitución: 

El nuevo texto constitucional cambiará algunas de las normas constitu- 
cionales. pero otras. aue también oertenecen a esa Constitución material. 
pueden permanece;. Y esto es m& cierto todavía cuando el cambio de la 
Constitución formal afecta tan sólo a determinados principios políticos (sis- 
tema electoral), mientras que en otros aspectos (propiedad privada, expro- 
piación forzosa. potestad reglamentaria del Gobierno. . .) puede haber un 
acuerdo entre lb; diferentesioderes constituyentes, tal como se observa en 
muchos cambios europeos.'" 

Estas observaciones permiten formular a Gallego ANABITARTE que "el . 
Derecho Administrativo entendido de una forma convencional es en muchos 
sentidos más mudable y fugaz que el Derecho Constitucional, y que aquellos 
sectores que muestran una mayor permanencia, no tienen este carácter en vir- 
tud de su propio valor, sino porque están de acuerdo o no contradicen, la 
Constitución vigente"." Además, y esto es capital en la argumentación de 
Gallego ANABITARTE, "la dogmática jurídico-administrativa (. . .) como en 
general la dogmática iuspublicista (. . .) se constituye o debe constituirse a 
partir de una teoría jurídica atemporalen constante conflicto o adecuación con 
el Derecho positivo". '8 

Este planteamiento permitirá afirmar al Profesor Gallego ANABITARTE, 
como síntesis de las teorías de MAYER y VEDEL que "no hay Derecho Consti- 
tucional y Derecho Administrativo como categorías autónomas, sino sencilla- 
mente lo que hay es un Derecho Público que se ha ido elaborando desde la 
formación del Estado moderno, a principios, conceptos, institucional, técni- 
cas. . . que estarán sometidas tanto a cambios y mutaciones político constitu- 
cionales, como a una evolución más directamente relacionada con la idea del 
Derecho". ' 9  

Pues bien, ese fenómeno unitario que da cohesión al Ordenamiento 
jurfdico estatal denominado Derecho público permite, como sostiene Gallego 
ANABITARTE, "entablar ese gran diálogo" entre el Derecho Administrativo y 
el derecho Constitucional. Al menos así lo han puesto de relieve la larga serie 

16 Gallego ANABITARTE, Op. cit. p.  22. 
17 Gallego ANABITARTE, Op. cit. p. 24. 

Gallego ANABITARTE, O#. crt. p.  25. 
19 Gallego ANABITARTE, Op. cit. p. 25. 
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de autores que cita Gallego ANABITARTE: CARRE DE MALBERG, LABAND, 
MAYER, HAURIOU, DUGUIT, FL.E.INER, JELLINEK, ESMEIN y asíse explican 
las célebres frases de MAYER y WERNER con las que Gallego ANABITARTE 
inicia su riguroso análisis. 

Sin embargo, parece que ese diálogo tuvo un gran ausente: España. La 
causa, en opinión de Gallego ANAAITARTE "es quizá la desaparición en Espa- 
ña de un tratamiento unitario de todo el Derecho Público",20 ya que "la 
característica española es la separación del Derecho Político y Administrativo 
como cátedras y asignaturas independientes. . ."2' Además, y esto es funda- 
mental, el Derecho Político español evolucionó al margen de nuestro Derecho 
positivo e histórico, convirtiéndose en una acumulación de saber enciclopédico 
que provenía directamente de los Manuales y Tratados extranjeros.22 El De- 
recho Administrativo y sus cultivadores sin embargo, se alejaron de "su base 
natural" "el Derecho Constitucional y la realidad Político Constitucional pa- 
ra recurrir a una Teoría Jurídica del Estado compuesta por tópicos, conceptos 
y principios que se desgajaban, un tanto acríticamente, de los Tratados y Ma- 
nuales franceses y alemanes",23 dando lugar a un Derecho Administrativo es- 
pañol acéfalo por su escasa conexión con el Derecho Constitucional y ahistóri- 
co por su ruptura con una conciencia histórico jurídica propia.2' 

Para Gallego ANABITARTE, con motivo de la reciente Constitución españo- 
la de 1978 se debería intentar el restablecimiento de la unidad del Derecho 
Público español. Para ello es necesario que el constitucionalista se "adentre en 
el funcionamiento concreto de la Administración y la fiscalización por los Tri- 
bunales de las disposiciones y resoluciones administrativas para saber realmente 
cuál es la vigencia real de los derechos fundamentales"25 y que el administrativista 
se introduzca en temas como "la noberanía, organización territorial del Esta- 
do, separación de poderes. . .",z6 tarea que en buena parte ya ha sido 
emprendida. 

A continuación, el Profesor Gallego ANABITARTE, propone una serie de 
principios para construir una Teoríajurídica del Estado en España y en Euro- 
pa: "La soberanía, la separación de lo gubernativo y lo judicial, los recursos 
administrativos, la separación de poderes, la idea de representación política, la 
igualdad jurídica, el principio de legalidad, el sufragio universal, los derechos 
fundamentales, la vinculación del poder público a la justicia y a la utilidad 
pública," principios'acogidos en la Constitución espanola, que invitan a cons- 
truir el Derecho Administrativo en su marco natural: la Constitución, no 
aprovechar los preceptos constitucionales para, a partir de forzadas interpreta- 

20 <;alleso ANABIIARTF. Op icl p.  25.  
2 1  Gallego ANABITARTE, Op. CII. p.  34. 
2' Gallego ANABITARTE, Op cil p.  34 " Gallego A N A R I ~ R T E ,  Op crl. p.  34. 
" Gallegr> A N A B ~ A R T E ,  Op i l i  p.  35. 
 allego A ~ a ~ i i ~ n i k .  Op 0 1  p.  3 5 ~ 3 6 .  
~ ~ a 1 I c g o  A ~ a a i i ~ n i - t i ,  flp izl p.  1 7 .  
27 C.allegu AN&HI.IARTE, Op czl p 57 
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ciones, convertir al Derecho Administrativo en una ciencia teórica, tópica y 
doctrinal. 

1.3 La Constitución como norma: GARC~A DE ENTERRIA' (*) 

La promulgación de la Constitución de 1978 nos ha sumergido súhita- 
mente en una técnica jurídica completamente nueva y, a la vez, trascen- 
dental, puesto que incide de manera decisiva, actual o virtualmente, sobre 
todas y cada una de las normas de Ordenamiento, aun de aqwllas más apa- 
rentemente alejadas de los temas politicos de base.? 

El estudio de la Constitución, mejor la incidencia de la Constitución sobre 
el conjunto del Ordenamiento juridico-administrativo es evidente. De ahí que 
los administrativistas deban abordar cualquier materia desde la óptica consti- 
tucional: 

No tendria sentido posible pretender que los administrativistas debiéra- 
mos detener nuestro análisis normativo en el plano de las leyes (o quizás en 
el de los reglamentos), sin poder ascender al plano superior normativo, y 
ello porque el Ordenamiento es un todo y el deus exmachina de ese todo 
unitario es justamente la Con~titución.~ 

Y, es que, las relaciones entre el Derecho Administrativo y la Constitución 
son capitales: 

. . .la constitución es el contexto necesario de todas las leyes y de todas 
las normas v aue. oor consinuiente. sin considerarla exoresamente. no ~ ~ , . . .  " 
puede siquiera interpretarse el precepto más simple, según el articulo 3 del 
Códiro Civil í. . .I. oero ello es esoecialmente cierto en el camoo del De- 

\ ,,. 
rechoY~dministrativo, donde han d i  articularse siempre poderes'públicos y 
derechos orivados. articulación aue es el tema orimario de la Constitución. 
Por ello ha podidó decirse ( W E ~ N E R )  que el Derecho Administrativo es el 
Derecho Constitucional concretizado: llevado a su aplicación 

Lo que explica esa ~rofunda  quiebra que ha producido la Constitución de 
1978 en el marco del sistema juridico a su carácter de norma fundamental: 

Pero la Constitución no es sólo una norma, sino precisamente la primera 
de las normas del Ordenamiento entero, la norma fundamental, lex supe- 
rior. Por varias razones: Primero, porque la Constitución define el sistema 
de fuentes formales del Derecho, de modo que sólo por dictarse conforme a 
lo dispuesto por la Constitución una Ley será válida o un Reglamento vin- 

(') Nota de redacción: La numeración de las llamadas y de pie de pagina, se ronservamn, 
respetando el original enviado por el autor. 

1 Cfr. GAncl~  DE ENTERRIA, la Constilu~ión coma m m y  CI Tribunol Conrlilucionnl, Madrid, 
1981. 

GARC~A DE ENTERRIA, Op c i t . ,  p. 19. 
G A ~ C ~ A  DE ENTERRIA, Op c i t . ,  p. 19. 
G ~ h c f ~  DE ENTERRIA. Op. c i t . ,  p. 20. 
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culante; en estc sentido, es la primera de las normas de producción, la nor- 
ma normarum, la fuente de las fuentes. Segundo, pugna en la medida en 
que la Constitución es la expresión de una intención fundacional, configu- 
radora de un sistema entero que en ella se basa, tiene una pretensión de 
permanencia (. . .) o duración, lo que parece asegurarle una superioridad 
sobre las normas ordinarias carentes de una intención total tan relevante y 
limitada a objetivos mucho más concretos, todos singulares, dentro del 
marco globalizador y estructural que la constitución ha establecido.5 

1.4.  Las  barer constitucionales del Derecho Adminisiratiuo m Francia: VEDEL.' 
Uno de los autores clásicos en el estudio de las relaciones entre el Derecho Ad- 
ministrativo y el Derecho Constitucional es VEDEL: 

Ni teórica ni pedagógicamente es posible definir autónoniamente Admi- 
nistración y Derecho Administrativo. Sólo es posible su definición a partir 
de la Constitución. 

Esta definición debe abarcar dos elementos: El primero está constituido 
por la tradición constitucional francesa que la ha proclamado, desde 1789 a 
1858 (salvo paréntesis excepcionales ), la supremacía de la Ley y el carácter 
ilimitado de la esfera legislativa; tal hecho implica la necesidad de definir 
Administración y Derecho Administrativo por referencia al concepto de po- 
der ejecutivo. El segundo elemento a tener en cuenta es la renovación, si no 
la revolución jurídica, llevada a cabo por la Constitución de 1978, con las 
modificaciones, de mayor o menor alcance, que ha supuesto para las no- 
ciones tradicionales del Derecho Administrativo.' 

VEDF.1. divide en tres partes su análisis. La  primera se titula "La concep- 
ción constitucional tradicional de la Administración como actividad del poder 
ejecutivo mediante procedimientos propios de la potestad pública". En ella es- 
tudia la noción del poder ejecutivo, e! contenido del concepto de ejecución de 
las leyes, la significaciún del orden público y servicio público, las relaciones 
cntre poder ejecutivo y Administración, el concepto de potestad pública y su 
relación con la Administración; todo ellos de acuerdo con la normativa a la 
Constitución de 1978. 

En la segunda parte se estudia la Constitución de 1958. En concreto, la fun- 
ción gubernamental, el bicefalismo administrativo, la Ley y reglamento y la 
dualidad de las jurisdicciones de Derecho Público. 

Y, en la tercera parte, se analiza la concepción dcl Derecho Administrativo 
como Derecho Común de la potestad pública. 

5 GARCIA oe E N ~ R R I A .  Op iil . pp 49-50. 
1 l'id VEDEL, Derecho Adminzilroliuo. traducido por Rincónjurado, Madrid, 1980, pp. 7 y ss. 
2 VEDEL. Op. cli , p. 7 .  En España, ucd, cl trabio i~ iupradr Santarnaria Pastor y también S. 

Marrín Krtoriillo, Admini,lroiión y Coniltrwión, Madrid, 1981 



2. Conditucióny Administración Pública: Cuatro notas para 
una definición. 

Si algo aparece claro como elemento importante para la aproximación al 
concepto actual del Derecho Administrativo es la noción de Administración 
pública. Pues bien, una vez examinadas las diferentes corrientes doctrinales, 
debemos detenernos en el comentario sobre el criterio en el que descansa la 
Administración pública en nuestra vigente Constitución. 

Para ENTRENA CUESTA la administración pública según la Constitución 
está integrada por cuatro notas: 

1 .  La administración pública está integrada en el Poder Ejecutivo (artículo 
97 CE). 

2. Su actividad es de naturaleza heterogénea pues no se limita al mero ejer- 
cicio de la función ejecutiva, sino que también podrá concretarse en la emana- 
ción de normas, a través de la potestad reglamentaria (artículo 97 CE). 

3. El Gobierno, en cuanto desarrolla la función política, difiere notable- 
mente del concepto de Administración Pública, pero en los restantes casos, el 
propio Gobierno es una parte de la Administración Pública constituyendo su 
órgano superior. 

4. Aunque el Poder Legislativo y Judicial desarrollan actividades que en 
muchos casos gozan de la naturaleza administrativa, el régimen jurídico de es- 
ta actividad es distinto del que se atribuye a los actos en que en Derecho son 
considerados actos administrativos (artículos 66, 72.3 y 74.1 y 2 en cuanto al 
Poder Legislativo, y, el 117.4, respecto al Judicial).' 

El artículo 103 de la Constitución establece que: 

La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y 
actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentraliza- 
ción, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y 
al Derecho. 

Aunque en el precepto no se define a la Administración pública, a mi juicio 
es posible intentar su definición partiendo precisamente de todos y cada uno 
de los elementos que lo integran.2 

Desde un punto de vista netamente descriptivo la administración pública 
es: 

a) Un conjunto de sujetos vinculados por los caracteres expresados en el ci- 
tado precepto constitucional. 

4) Sujetos que, vinculados entre sí, se dirigen a la búsqueda del interés ge- 
neral bajo pautas de objetividad y eficacia. 

cfr. ENTRENA CUESTA, op. cit., p. 30 y SS. 

2 Cfr. MoneLL OCANA. E l  rrirnium de la Admintsiruión públtcoy r l  Dnrrha Adminirlroliuo conrm- 
pordnmr, REDA, No. 29, 1981. pp. 271 y ss. 



C) Una rstructura de  sujetos qiie actúan "con sometimient<l pleno a la Ley 
y al Derecho.' 

En el examen de estas notas, el Pr<ifcsor M0~F.1.1. efectúa algunas conside- 
raciones del máximo interés, que debo subrayar por constituir algunas de las 
bases sobre las que construir nuestra posición: 

En primer lugar, la Administración pública "desemboca en una amplia xa- 
ma  de entes administrativos, todos ellos engarzados rntre sí, por una trama de 
rclaci,ines ,jurídicas que tienen como efecto fundamental la inserción de cada 
uno en el conjunto de  iina organización administrativa general del Estado 
(. . . )  El reconocimiento d i  este pltiralismo es de gran transcedencia, tanto en 
el plano puramente técnico como en el estrictarnentt. político, y se expresa en 
el postulado di. la descentralización administrativa" .+  

En segundo lugar, la ct>nsecución del inrcrés general aparere en la Coristi- 
tución romo la primcra rrfer<.ncia a la Administración pública. Así, ha podido 
afirmar MOKF.I.I. quc "rl rlemrnto finalista tiene una gran importancia en 
la definición y desde lucgo, en la vida administrativa co~ id iana" .~  

En trr<:er lugar y c<imo corisc~.ucncia drl desdoblamirnto del Ejecutivíi en 
(;obicrnu y Administración pública, d r  forma qur  esta última queda eii una 
situacióri siitxirdiriada rrspecro al Gobierno. 

Y.  por último, cornri "la legalidad es el fiiridariiinto mismo d r  la actividad 
de la Administración (. . .) un rnte administrativo no puedc actuar como tal 
sitio en los casos y rn  la medida y sentidri previstris por las reglas dr  Derechn.6 

Aunqiie más cunsidcracii~nes podrían hacersc sobrc la Administracidn 
pública y la Constitución,' lo cierto es que para la finalidad que sí. persigue, l a  
vertidas anteriormcntr facilitan la difícil tarca dc pronunciarse acerca de uno 
d r  los temas cintrales drl Derecho Admiriistrativo. 

3 .  Lou poderes ,búhlicos del E ~ l n d o y  el Unecho Arlmiriiilrativo: 
delimitación de una cuerii4nfundamental. 

Junto a los tres clásiros podercs, "la C<>nstitiirión ha institucionalizado, 
con mayor o menor indrpendrncia de aquéllos, otras organizaciones estatales 
a las que ha dotado de funciones complementarias de las clásicas (. . .) hacien- 
do más complrja la estructura orgánica del Estado y su régimcn ~ u r i d i c o : ~  la 
Cr~rona (artículo 56 CE)  t.1 Tribunal Cunstituciunal (artículci 161 CE), las 
Comunidades Autónomas hasta cierto punto y, por último, el Defcnsor del 
Pueblo y el Tribunal de Cucntas, ambos dependientes dc las Ciirtes Generales. 

Purs bien, tal y <:nino rericntrmcntc han subrayado, a mi juicio certera- 



mente, autores mmo GARRIDO FALLA Y GUAITA MARTORELL,~ estos poderes 
desarrollan actividades de naturaleza relacional, en terminología de Escriba- 
no, típicas de las Administraciones  pública^.'^ ¿Quiere decir ello que dichos 
órganos son Administraciones Públicas? o más bien, pon  órganos constitu- 
cionales de naturaleza mixta? La contestación a esta cuestión no interesa aho- 
ra. En este momento, la cuestión debe plantearse de otra forma. :Qué efecto o 
consecuencias puede tener para el concepto del Derecho Administrativo este 
fenómeno? Una posible solución igualmente será objeto de estudio más ade- 
lante." Ahora sólo nos interesa llamar la atención sobre dichas "funciones gu- 
bernativas" de los Poderes Públicos anteriormente mencionados. Se puede re- 
ducir, de acuerdo con Escribano COLLADO a las siguientes: 

1. La potestad reglamentaria para la regulación de su funcionamiento y or- 
ganización, así como del régimen de su personal o servicios. 

2.  La política y régimen de personal. 
3. La competencia para elaborar sus propios presupuestos. 
4. El poder de dirección interna. 

Una idea clara que se deduce, sobre todo del anáiisis de las modernas con- 
cepciones de nuestros autores, hace referencia a la necesaria configuración de 
un Derecho Administrativo pegado a la realidad, en el que la preocupación 
por la garantía no excluye la aspiración por la eficacia, un Derecho Admi- 
nistrativo, además, en permanente aproximación y contacto con las demás 
Ciencias jurídicas, en una muestra fmctífera de lo que VILLAR PALASI ha Ila- 
mado "cross-fertilization" de las Ciencias. 

Junto a este nuevo planteamiento, la promulgación de la Constitución de 
1978 va a modificar igualmente numerosos conceptos e instituciones del De- 
recho Administrativo. 

Estas dos son, de modo muy general, las líneas maestras por las que debería 
discurrir el engranaje de un Derecho Administrativo que debe huir de los 
rígidos formalismos que encierran a los conceptos y a las Instituciones sin per- 
mitir su necesaria sincronización a las circunstancias sociales.' 

En definitiva. como ha Duesto de manifiesto el Pmfesor MEIWN GIL. en es- 
tas últimas décadas al Derecho Administrativo se le exige que actúe en perfec- 
ta armonía con el medio social, "y como éste es cambiante, el admnistrativista 
debe esforzarse en un permanente proceso de adaptación que dé a sus cons- 

9 Cfr. La opinión de estos autores infra. 
10 Ya G ~ n c t ~  TREVI.~ANO, llamó la atención sobre esta circunstancia (Tratado. . . Op. cil., 

pp. 130 y SS). 

8 1  Cuestión de indudable interés en :elación can el concepto del Derecho Administrativa 
Constitucional. 

1 Cfr. M ~ i u n  Gii., Veiniiclwo nríor dr Cimclo Adminiriroiiuo en Espoñn, Libm Homenaje al Pm- 
fesor L ~ P E Z  ROW, Madrid, 1971. 
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trucciones el valor de la agilidad y la eficacia. En un derecho que debe corres- 
ponderse al reto del c a m b i ~ " . ~  

En este sentido, el marco del Estado social y democrático de Derecho ha de 
tenerse en cuenta para comprender el alcance del Derecho Administrativo ac- 
tual. Así, en el Estado de Derecho se buscaban los límites de la auto-tutela 
administrativa de forma que, como señala MEILAN GIL, "en el control de la 
Administración y de su actividad consiste, en buena medida, el pro-eso y la 
realización del Estado de Derecho, a lo que han contribuido las aportaciones 
de la Ciencia j u r í d i ~ a " . ~  

Sin embargo, si en el Estado liberal la Administración monopolizaba el in- 
terés general, en el Estado social ello ya no es posible. Se trata por tanto, de si- 
tuar a la Administración Pública y ,  por ende, al Derecho Administrativo ante 
las exigencias del Estado democrático de Derecho. 

4 . 1 .  Derecho Administratiooy Constilución de 1.978. Aunque algunas de las re- 
laciones entre Derecho Administrativo y Derecho Constitucional han sido co- 
mentadas a la luz de la tesis de Gallego ANABITARTE, parece necesario llamar 
de nuevo la atención sobre la destacada funcionalidad de un Derecho Admi- 
nistrativo que opere sobre la Norma Fundamental. 

Sabido es que la multisecular falta de apoyatura constitu<:ional de nuestro 
Derecho Administrativo se tradujo en un Derecho acéfalo y ahistórico, en 
un Derecho Administrativo repleto de formalismos y de rígidos dogmatismos, 
cuando menos, importados del extranjero. En este contexto el Derecho Admi- 
nistrativo necesitaba un punto de arranque que lo liberase de estas deficiencias 
y que lo situase de acuerdo con la problemática real de la sociedad en la que se 
desenvuelve. 

La Constitución ya se ha erigido, lógicamente, en la "fons fontis" del De- 
recho Administrativo. La Constitución, además, incide podrrosamente sobre 
todas las grandes leyes que regulan la actividad administrativa del Estado. En 
otras palabras, la Constitución es el máximo artífice de las grandes reformas 
legislativas, en algunos casos desgraciadas reformas, a que se está sometiendo 
casi todo el conjunto de las Instituciones típicas del Derecho Administrativo. 

En este sentido, la denominación del Derecho Adininistrativo Constitu- 
cional evita el tradicional estancamiento de la evolución del Derecho Admi- 
nistrativo, a la vez que exige que el adniinistrativista profundice más en el es- 
tudio de la Teoría Constitucional: de esta forma, como comenta Gallego A N A ~  
HITAK'I'E, quizás puede encontrarse al fin el itinerario qui: conduzca a un 
"Derecho Público español". 

El Derecho Administrativo actual, eri buena medida, ha acusado ya la pro- 
mulgación de la Constitución. No sólo en cuanto a su situación en la cúspide 
del sistema de fuentes en virtud de su eficacia derogatoria y una aplicabilidad 

'! Vid. rsprcialmentr el trabajo dc Nir io, Lo oocación del Derecho Adminirtroiiuo de nwrlro i r m p o .  
KAP. Nri. 76 ,  1975. 

'1 MEKAN GIL. la izi. p.  2 7 .  



directa, sino, especialmente, debido a la profunda quiebra que ha traído consi- 
go el reconocimiento del Estado Social y democrático.' Así como la lógica 
constitucionalización de los derechos fundamentalesi sobre la funcionalidad de 
la Administración Pública y sus prerrogativas o potestades, también son con- 
secuencia de la promulgación de la Constitución algunos importantes cambios 
de rumbo en cuestiones centrales del Derecho Público: organización territorial 
del  estad^,^ Contencioso Administrativo (legitimación, ejecución de seoten- 
cias, suspensión en vía de recurso. . .).'Principio de legalidadnsanciones9, do- 
minio público. '0 

4 . 2 .  L a  funcionalidnd de los intereses colectivos: la irrupción de organizaciones so- 
ciaies. La Constitución espatiola de 1978 ba consagrado como uno dc sus pilares 
fundamentales el pluralismo político (artículo 19.1); pluralismo que se manifiesta, 
por lo que aquí nos interesa, "en una serie de organizaciones representativas 
de ámbitos sociales"." Previsión que, por lo demás, aparece recogida en el 
artículo 23.1 de nuestro Texto Constitucional ya que "los ciudadanos tienen 
derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio uni- 
versal". Este precepto constitucional es el resultado de una decidida toma de 
posición como modelo de Estado social de Derecho. 

Mientras en el Estado de Derecho las relaciones intre Estado y Sociedad se 
movían en un plano de absoluta independencia, el Estado social de Derecho se 
caracteriza fundamentalmente por la invasión del Estado sobre la Sociedad de 
forma oue. un uaso más en este oroceso de absorción de la Sociedad del Esta- . ,  . 
do, lo constituirá el Estado democrático de Derecho. Pues bien, la separación 
Sociedad-Estado implicará la desaparición de los entes intermedios y posibili- . . 
tará la centralizacióñ del poder.lz cuando en el siglo XX se pone de relieve la 
insuficiencia del sistema anterior, se abandona el abstencionismo y el Estado 
comienza a jugar un papel de primera fila, como consecuencia de las crisis 
producidas por las guerras mundiales, las denuncias sociales, los postulados 
socialistas y las necesidades de afrontar los problemas que plantea la moderna 

4 MEILAN GIL, Prólogo al libro de J .  Roonlcu~z-ARANA. Lo msprnriún drl nclo adminisrraliuo, 
Madrid, 1986, p. 26. 

5 Vid. las STC. 1111981 de 8 d r  abril, 2511981 de 14de Julio, y, especialmente, la 1811984de 
7 de Febrero. 

6 Vid, las STC. 3911983 de 17 de Mayo, 1511985 de 5 de Febrero, 5311985 de 1 1  de Abril, 
5811985 de 30 de Abril, 5611982, de 26 de Julio, 11411984 de 29 de Noviembre, 1811984 de 7 de 
Febrem, 5111985 de 10 dc Abril. . . 

7 Vid. las STC. 4411984 de 27 de Marzo, 3511982 de 14 de Junio, 7711984 dc 3 de Julio, 
8411982 de 23 de Diciembre 6911985 dr 30de Mayo, 11311983 de 6 de Diciembre, 6711983 de 22 
de Junio, 9411985 de 29 de Julio. . . 

5 Vid. las STC. 281198 de 29 de Junio. 6611984 de 6 de Junio, 6711984 de 7 de Junio. . . 
Vid. STC. 7711983 de 3 de octubre. 

9 V.d. STC. 7711983 <ir 3 de octubre. 
10 Vid STC. 771198:l dp 1 <le Octubre, 8711985 de 16 de Julio. . . 
( 1  Vtd Sl'C 58119R2 de 27 de Julio. 
12 ARIÑCI ORTIZ y S<>UVIRON. C~mlz l~~ iÓny  Coleftoi Pro/cilonoler. Madrid, 1984. p .  21 



sociedad industrial. En el marco del Estado social, el protagonismo del Estado 
da lugar a la creación de personas jurídicas y organizaciones que se dirijan a la 
satisfacción de los intereses públicos. Pero es que además, y esto es lo que debe 
subrayarse, surgen entidades y organizaciones sociales para la defensa de inte- 
reses sectoriales, públicos en definitiva. 

La Constitución, que acoge la cláusula del Estado social, dedica numerosos 
artículos a la regulación de estas organizaciones sociales que han supuesto la 
quiebra de la detentación monopolista del interés público como exclusiva tarea 
de la Administración pública."' 

Estas entidades. como consecuencia del principio del pluralismo (artículo 
1.3) y del principio de participación, además de la propia funcionalidad insti- 
tucional abstracia como elementos configuradores.de¡ proceso de decisiones 
oúblicas. Además. dicha función general tiene una esfera orivada v otra oúbli- " 
ca."La faceta pública se actualiza "cuando instrumentan de modo consustan- 
cial fines e intereses generales de la Sociedad, y a este respecto están dotadas 
de fuerza coactiva para sus decisiones". Es decir, en este caso, desempeñan li- 
sa y llanamente una función administrativa caracterizada por la nota del inte- 
rés público. ' 5  

En otras palabras, el progresivo aumento de los intereses colectivos ha podi- 
do hacer quebrar, a mi juicio, la concepción subjetiva del Derecho Admi- 
nistrativo, por cuanto ha demandado una espontánea floración de entes, en 
muchos casos no integrados en la Administración pública, que, en determina- 
das circunstancias, desarrollan verdaderamente actividades de naturaleza ad- 
ministrativa. l 6  

En definitiva, ha de superarse la perspectiva subjetiva para situar como 
centro de la definición una concepción objetiva de signo teleológico: de esta 
forma, parece que el Derecho Administrativo aparecerá en perfecta armonía 
con la realidad de nuestro tiempo. 

4.3.  El titular dc la actioidad administraliua: un sujeto inlerminodo por e l f in .  La 
participación de la Administración en la determinación y gestión de los intere- 
ses generales ha conducido a identificar el Derecho Administrativo como el 
Derecho de la Administración;" afirmación que en el Estado liberal podría ser 
válida. 

Sin embargo, como dirá MEILAN GIL, esta identificación podría llevar a 
eauioarar los intereses colectivos exclusivamente como los "eestionados direc- . . u 

ta o indirectamente por la Administración; o de otro modo, si son auténticos 
intereses colectivos la actividad desplegada para conseguirlos calificará 

" Recuérdese la célebrc frase de T u ~ c o i  recogida por ARINO, Constituci6n. . . .O$.  c i t . .  p. 
28: "la fuente de todo mal está en la facultad dr asoriarr? en g-remios quc se otorga a los anrsanus 
dc uii rnismu uficio". 

14 Así, Cfr. 10s artírulo 6, 7. 28, 36. 51 
l 5  A ~ i Ñ c i  y S o u v i n o ~ ,  Op. i t r ,  p.  72 
'"Cfr. MEII.AN GIL, E~PTOICIO. . . p. 7 1  
17 Cfr. la tesis defendida por PARE," dc "vuelta" a la tesis subjetiva a partir de la cláusula 

del Estado solial y democrático ut supra 
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inequívocamente de administrativos a los entes que los desarrollen". ' 8  Sin em- 
bargo, la misma realidad de las cosas demuestra precisamente que este es- 
quema ya no puede ser mantenido pues como ya se ha comentado bastantes 
veces, es un hecho comprobado la existencia de entes, que sin formar pane de 
la Administración pública, gestionan intereses públicos, pues como ha subra- 
yado FORSTHOFF el Estado es función de la sociedad.lg 

En definitiva, el titular de la actividad de satisfacción del interés público se- 
rá indeterminado; dependerá precisamente de la existencia del interés públi- 
co. O como ha escrito MEILAN GIL, "se trata de poner el acento prima- 
riamente en los intereses colectivos y secundariamente en la Administración 
personificada. Aquéllos justifican la existencia de ésta y de su actividad".zO 

Ello se deduce de la propia doctrina de nuestro Tribunal Constitucional: 

La interpretación entre Estado y Sociedad se traduce tanto en la partici- 
pación de los ciudadanos en la organización del Estado como en una orde- 
nación por el Estado de Entidades de carácter social en cuanto una activi- 
dad presenta un interés público relevante si bien los grados de intensidad de 
esta ordenación del Estado pueden ser diferentes (Sentencia de 7 de febrero 
de 1984. 

Es más, existe una gradación que recoge el Tribunal Constitucional en una 
aoroximación realista: "formaciones sociales con relevancia constitucional" 
(partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales): entes de base 
asociativa representativos de intereses profesionales y económicos, "entes aso- 
ciativo~ o fundacionales, de carácter social y con relevancia pública. . . entes 
de carácter social, no público, que cumplen fines de relevancia constitucional 
o de interés general".Z1 

En otras palabras, como señala el Tribunal Constitucional en la sentencia 
anteriormente citada: 

La configuración del Estado como social de Derecho viene así a culmi- 
nar una evolución en la que la consecución de los fines de interés general no 
es absorbida por el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua 
Estado-sociedad. 

La Administración Pública sirve al interés general, pero no lo monopoliza. 
La existencia de entes que gestionan intereses colectivos sin formar parte de la 
Administración Pública invita a revisar la concepción estatutaria de la Admi- 
nistración y a poner el acento precisamente en la actividad. 

18 Me1i.A~ GIL. UPrDCCIo. . , p. 75. 
19 METLAN GIL. Op. id, p. 76. 
20 MELLAN GIL, Op 01 . p. 83.  
21 Cfr. STC. 6711985 d<i 24 de Mayo sobre ejercicio de funciones públicas de carácter admi- 

nistrativo por Asociaciones Privadas. 
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4 . 4 .  O p e r a ~ i u i d a d  de  los derechos j u n d a m m t a l e s  

A .  Introducción 

Los derechos fundamentales "constituyen la esencia misma del régimen 
constitucional"' y acompañan, lógicamente, a la definición del artículo 1.1 
CE del "Estado social v democrático de Derecho". 

La combinación o,  mejor, la interrelación entre derechos fundamentales y 
Estado social de Derecho permite a mi juicio, avanzar algunas consideraciones 
sobre la o~eratividad de un Derecho Administrativo enmarcado en dicha com- 
binación que necesariamente será Constitucional. 

La Constitución de 1978 ha producido evidentes impactos sobre los pilares 
de nuestro Derecho Administrativo2 llegando en mi opinión, al establecimien- 
to de un Drrecho Administrativo Constitucional presidido precisamente por 
una necesaria interpretación del interés general en armonía con los valores 
constitucionales. 

Por otra parte, es preciso introducir otro elemento. El artículo 103 CE co- 
mienza señalando que "la Administración Pública sirve con objetividad los 
intereses generales". Es decir, esos intereses generales que vienen definidos 
por la consolidación de los derechos fundamentales en el Estado social consti- 
tuyen, por tanto, la vocación, la razón de ser, de la Administración Pública. 
El Derecho Administrativo Constitucional, aunque pueda resultar en princi- 
pio algo sorprendente, está llamado a potenciar los derechos fundamentales. 
Es más, como intentaré demostrar, es lógico que así sea puesto que el propio 
interés general se dirige hacia la efectividad de los derechos fundamentales. 
Además, la definición del Estado Social ha roto las artificiales barreras que se- 
paraban Estado-Sociedad, con lo que precisamente esa operatividad del De- 
recho Administrativo Constitucional debe buscarse en el necesario reforza- 
miento y consolidación de los derechos fundamentales en el marco de una ac- 
ción combinada Estado-Sociedad. 

B. L o s  derechosfundammialcs  m el Es tado  S o c ~ a l  

Lris derechos fundamentales han jugado un papel de primer orden en la 
configuración del constitucionalismo. Los normas que los regulan, unidas a 
las que definen el sistema económico y a las que articulan el modelo de Estado 
constituyen, sin duda, la parte de la Constitución de la que se infiere el modelo 
constitucional de S~c iedad .~  

1 STC. 3411986 dc 21 de febrero. 
2 Ad enemplum. Vid. ENTRENA CUESTA, Cwro dr Dncho Admin"lmliuo. 1. Madrid, 1986, pp. 

30 y ss; G ~ n n i m  FALLA, ReJcfionrr sobre una rnonrhwió* de lo? l ím i l c r fomle~  del Dnccho Admkbtm- 
liuo, Madrid, 1982 y ,  también, el prólogo al vol. 1 del Tralndo &lDncchoAdmrnirlrotiuo, Madrid, 
1985; MORELL C ~ A N A ,  el rrilnium dr lo Adminlrfroliún íüblicay rl Dnrrho Adminirrroiiuo Conrmpord- 
nm, REDA, No. 29; Escribano COLLAW, Crlrir dr lor concrplor deAdminlrhoriin iübliroy deDnccho 
Admznirlrniiuo, REDA, No. 37, L. Parejo Alfonsa, El Conceplo dr Dnccho Adminr<hariuo, Caracas. 
1981. 

3 Cli "in t~turn",  POREZ LuNo, Lor doczhorfwtdammfolrr, Madrid. 1986, 



En su origen, los derechos fundamentales se concebían como auténticos 
límites frente al poder político. Es decir, "imponían un ámbito de libre deter- 
minación individual completamente exento del poder del Estado".' Esta di- 
mensión de los derechos fundamentales era la lógica consecuencia del estahle- 
cimiento de los postulados del Estado liberal de Derecho "en el que el sistema 
jurídico y político en su conjunto se orientará hacia el respeto y la promoción 
de la persona humana en su estricta dimensión indi~idual" .~ Por eso, el De- 
recho Público al gestionar los diferentes intereses colectivos debería contar 
siempre con un ámbito vedado a su actuación. 

Sin embargo, el tránsito del Estado liberal de Derecho al Estado Social ha 
traído consigo una nueva dimensión del papel y de la funcionalidad de los de- 
recbos fundamentales. Nueva orientación que encuentra su apoyo en la supe- 
ración de la clásica emancipación entre Estado y Sociedad. Ya no son ellos, 
meras barreras a la acción de los Poderes públicos. Todo lo contrario, se confi- 
guran como "un conjunto de valores o fines directivos de la acción positiva de 
los Poderes públicos".6 En otras palabras, el Derecho Público del Estado So- 
cial debe orientarse hacia su realización efectiva. Este punto de vista explica 
por si solo el profundo impacto que están sufriendo las instituciones del de- 
recho Administrativo como consecuncia de la adecuada interpretación que 
deba hacerse de los intereses generales en cada caso. Interpretación que está, 
como veremos, profundamente conectada a la efectividad de los derechos fun- 
damentales como tarea suprema del Estado Social. 

En el Estado liberal, por otra parte, los derechos fundamentales se 
concebían, ya se ha comentado, a partir de la idea de garantizar un ámbito 
personal frente al Estado. Sin embargo, progresivamente ha ido cobrando 
fuerza la opinión, ya consolidada en la jurisprudencia constitucional alemana 
y española, de la incidencia de los derechos fundamentales, no sólo frente a los 
Poderes Públicos, sino, también en el marco del Derecho Privado y de las rela- 
ciones jurídicas privadas.' Por eso, señala PÉREZ LUNO, la "Drittwirtrung" 
hace necesaria la actuación de los poderes públicos encaminada, como señala 
el artículo 9.2 CE a "promover las condiciones para que la libertad y la igual- 
dad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas y a 
" remover los obstáculos que impidan n dificulten su p len i t~d" .~  

Otro elemento, de carácter general, que ayuda a una comprensión de los 
derechos fundamentales en el Estado Social se encuentra en la aparición de los 
denominados "derechos económicos y sociales". En principio podría aparecer 

4 PÉREZ LuNo, Lo, dnechosfi<ndnml<ller, Madrid, 1986, p. 19. 
5 G ~ n c l ~  DE ENTE~RIA, La signiricación de las libertades públicas para el Derecho Admi- 

nistrativo, Anwrlo & h e c h o r  Humnms, Madrid, 1981, p. 116. 
VPÉnez LuNo, Op. ch., p. 20. 
7 PÉREZ LuRo, Op. cit., p. 21. 
8 Esta corriente doctrinal se le conoce comúnmente r>or la expresión alemana "Drittuirkuna 

u 

dcr Grundrechte". Recientemente ha aparecido una monografía en nuestro país de G ~ n c i ~  
TORRES y J i ~ é ~ e z  BLANCO, Dlzcho~JLndnmnlnlLly relaciones rntrrpariiculorer. Madrid, 1986, a la 
que rcmitirnoa "in totum". 
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que con esta denominación se trataría de diluir el valor de la libertad e; detri- 
mento del elemento igualdad. Pienso que estos derechos tienen una función 
que se encuentra al servicio de la dignidad de la persona y del libre desarrollo 
de su personalidad. Así, el polémico binomio libertad-igualdad no se en- 
cuentra en franca oposición. Se completa, eso sí, al servicio del pleno de- 
sarrollo de la subjetividad humana. 

Nuestro Tribunal Constitucional ha precisado con claridad el alcance y la 
trascendencia de los derechos fundamentales como elementos "clave" del Or- 
denamiento jurídico. 

Así, por sólo citar algunos de sus pronunciamientos más importantes resul- 
ta qur constituyen "la esencia misma del régimen constit~cional",~ "son de 
aplicación directa, sin que sea necesaria para su efectividad un desarrollo le- 
gislativo","' "son los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto 
del orden jurídico objetivo como de cada una de las ramas que lo integran, en 
razón de que son la expresión jurídica de un sistema de valores que, por deci- 
sión del constituyente, ha de informar el conjunto de la organización jurídica y 
política"." 0, también, como ha señalado solemnemente la sentencia de 1 4  
de julio de 1981:  "La Constitución reserva a las Cortes Generales todo cuanto 
se refiere al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públi- 
cas, que constituyen el fundamento mismo del orden político jurídico del Esta- 
do en su conjunto". 

Afirmaciones, todas ellas, que responden, desde un punto de vista objetivo, 
a erigir a los derechos fundamentales como elementos esenciales sobre los que 
debe apoyarse el ordenamiento jurídico en su conjunto. 

Subjetivamente, tienden a tutelar la libertad, autonomía y seguridad de la 
persona no sólo frente al poder, sino también frente a los demás miembros del 
cuerpo social." 

Los derechos fundamentales, desde la óptica subjetiva, ponen de manifiesto 
que "el mantenimiento de la libertad se erige en fin del mismo Estado"." Lo 
cual, además de evitar las interferencias del Derecho Público en este sentido, 
demanda una actitud positiva del legislador que "haga posible la realización 
de dicho fin y asegure en la práctica su efectividad"." Principio de efectividad 
que es una de las auténticas manifestaciones de la "vis expansiva" de la in- 

9 PÉREZ Lu??o. Op. a l . ,  p. 23. 
10 STC, de 21 de febrero de 1986. 
1' STC. dc 17 de mayo de 1983. 
12 STC, de 1 I dc abril de 1985. 
1 '  La STC dc 14 de julio de 1981 señala en este sentido que los dcrechos fundamentales "son 

elementos csencialei de un Ordenamiento objetivo de la Comunidad Nacional, en cuanto esta se 
configura rumo marco de una convivencia humana justa y pacfica, plasmada hist6ricamente cn 
el Estado de Derecho y ,  más tarde. en el Estado social dc Derecho o el Estado social y democrbti- 
co de Drrecho, según la Mrmula de nuestra Constitución (an. l .  1 ) " .  

"PPOREZ LuNo. O$ c d ,  p. 22. En estc sentido, donde una perspectiva subjetiva, la citada 
STC de 14 de julio de 1981: "los derechos fundamentales son derechos subjetivos, derechos dc 
los individuos no sólo en cuanto derechos de los ciudadanos en sentido estricto, sino cn cuanto ga- 
rantizan un "status" jurídico o la librnad en un ámbito dc la existencia. 



terpretación de los derechos fundamentales, y que se encuentra reconocido en 
el artículo 9.2 de nuestra Constitución: 

Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su pleni- 
tud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social. 

El Derecho Público, por tanto, encuentra su razón de ser constitucional en 
la promoción de los derechos fundamentales ya que como señala también el 
artículo 10.1 CE "la dignidad de la persona,15 los derechos inviolables que le 
son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los 
derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social", 
no debe ser ajeno, lógicamente, el legislador ni la Administración. 

El desarrollo de la persona en libertad es la base del Estado Social".2' De 
ahí que el deber del Estado para prevenir la necesidad individual sea una con- 
secuencia del entendimiento, aquí propuesto, del Estado Social porque "el va- 
lor de la libertad se capta cuando ha sido perdida"z6 y ante situaciones de esta 
índole el Estado debe actuar para asegurar la propia libertad personal. 

Es decir, invertir en libertad desde el Estado facilita la consecución del Es- 
tado Social. Cuanta mayor dosis de pleno desarrollo personal consiga el Esta- 
do, mayor armonía social. 

También es útil la referencia a la igualdad como prohibición de la arbitra- 
riedad tal y como señala la doctrina del Tribunal Constitucional Alemánz7 
pues, según DOEHRING, trae consecuencias para el concepto de libertad ya 
que ésta existirá "en cuanto su ejercicio no conduzca a la arbitrariedad".Z8 
Por eso la igualdad, como elemento del "libre desarrollo de la personalidad" 
(art. 10.1 CE) debe entenderse dentro de la libertad. Lo que significa el de- 
recho de los ciudadanos a ser libres del mismo modo." Es decir, posibilitar el 
"libre desarrollo de la personalidad, la dignidad de la persona, los derechos in- 
violables, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás" del mismo modo 
para todos los españoles.30 Y, esa tarea, supone una tendencia hacia la que 
irreversiblemente debe adecuarse el interés general y, por ello, el Derecho 
Público en su conjunto. 

De otra parte, la existencia de límites "sociales" en el ejercicio de los de- 
rechos fundamentales ayuda a entender su operatividad en el Estado Social. 

15 GARC~AOE ENTERRIA, lw. d . ,  p.  118. 
25 DOEHRING, OP. CII, P. i60. 
16 DOEHRING, Op. cit., p. 161. 
27 DOEHRING, Op. CII, p. 161. 
28 BVERFG v. 23.101951, BVERFG V .  166.1959, BVERFG, V.23.3.1971, BVERFG V .  

12.3.1975, BVERFG, 39,169 (186). 
29 DOEHRING,~~. 6 2 ,  p. 165. 
30 pienso que asidebe cnrcndersc el artículo 9.2.  CE en su referencia a la "libertad e igual- 

dad del individua". 
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La vinculación de los derechos fundamentales y libertades públicas a los inte- 
reses generales precisamente garantiza su existencia." 

Así, por ejemplo, la sentencia de nuestro Tribunal Constitucional de 17 de 
julio de 1981 señala que: 

Los derechos ejercitados bajo la presión de la posible eventual limita- 
ción, abstractamente existente, no se hacen valer con la misma libertad con 
la aue se utilizan aauellos otros en los aue tal orevisión no existe. Sin em- 
bargo, creemos que esta observación no es decisiva. Los derechos conti- 
núan eiercitándose libremente. La libertad no resulta coartada oor el hecho 
de que eventuales medidas correctoras puedan ponerse en práctica, como 
no deja de haber realidad donde hay margen de riesgo.32 

Ello porque "existen, ciertamente, fines sociales que deben considerarse de 
rango superior a algunos derechos indi~iduales".~' Esos Iímites operan, como 
decía antes, además de como elementos constitutivos del mismo derecho, co- 
mo elemento de robustecimiento.3' Entre otras razones porque los intereses 
generales se encuentran orientados precisamente hacia la consecusión y hacia 
el efectivo servicio de la libertad personal de todos los ciudadanos en 
Sociedad." 

Ahora bien, ni los derechos fundamentales o libertades públicas son absolu- 
tos ni sus límites. El principio constitucional de libertad y sus limitaciones pre- 
cisamente se constituyen en "medios" para alcanzar el orden político y la paz 
social: 

los derechos v libertades fundamentales no son absolutos. Dero no lo , . 
es menos que tampoco puede atribuirse dicho carácter a los límites a que ha 
de someterse el eiercicio de tales derechos v libertades. Tanto las normas de 
libertad como las llamadas normas limitadoras se integran en un único or- 
denamiento inspirado oor los mismos orincioios en el aue. en último térmi- . . 
no, resulta ficticia la contraposición entre el'interés particular subyacente a 
las primeras y el interés público que, en ciertos supuestos, aconseja su 
restricción. Antes al contrario, tanto los derechos individuales como sus li- 
mitaciones, en cuanto éstas derivan del respeto a la Ley y a los derechos de 
los demás, son igualmente considerados por el artículo 10.1 de la Constitu- 
ción como "fundamento del orden político y la paz social" (Sentencia del 
Tribunal Constitucional de 12 de diciembre de 1986). 

31 Como señala DOEHRING, Op. ri t .  , p. 166 "el día último dc las Democracias Liberales Oc- 
ci<irntalrs que debe ser garantizado por rl Estado es "libertad igual", es decir, una situación en 
la que cada uno disponga dpl mismo grado de libertad. 

32 Al decir de I ~ E H R I N C ,  Op. cit.. p. 140 "Si el derecho de propiedad no estuviera limitado 
cn su función social. no existirá como tal o lo sería solo entendido en su globalidad; esto cs. como 
una propiedad del estado n dc la colectividad, en el sentido dc los países comunistas". 

33 Vid. También. sobrr el ifina, las STC 29 dr enero de 1982 o la de 17 de febrero de 1984. 
" STC, 17 dr frbrpro dp 1934. 
" Así. por cjernpli>, M A R U S ~ .  korprrschaften und Zwanqsmitgliedschaft, 1973. p. 61. 
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La afirmación de que los límites a las libertades individuales poseen una 
elevada dosis de reforzamiento de las libertades pienso que se ilustra, por vía 
de ejemplo, de las siguientes palabras de DOEHRING: 

la zarantía institucional en favor de los centros de enseñanza suoe- 
rior benefilcia al desarrollo y fomento de la libertad científica individual:El 
elemento colectivo del quehacer cientlfico común. cual es oor eiem~lo. el de . " .  
la investigación y docencia, no es en sf mismo. &S pmfesoks universitarios 
enseñan a personas y no a colectivos, y son estos individuos los que reciben el 
beneficio directo de ellos, sólo de modo indirecto resultarán beneficiados los 
colectivos que éstos constituyen y cuva calidad aumenta o disminuve en 
función de ia de los micnibks q& los componen. El instituto del derecho 
de asociación sirve al desarrollo del individuo en armonía con los fines dc la 
asociación ya que el ejercicio de la libertad de esa persona no serfa posible 
sin la existencia de dicha colectividad. . ."E 

. . . el derecho de reunión pacifica permite al individuo hacer valer su 
voto y con ello dar cauce a la expresión de su opinión, ya que sin esa reu- 
nión el individuo no sería escuchado y su opinión carecerfa de eficacia 
(. . .). La restitución de la propiedad solamente puede realizarse a través 
de su función social, que por eso mismo tiene un efecto constitutivo, ( ) se 
diría que el límite fijado por el Derecho Urbanístico en las distancias es el 
que confiere el derecho a edificar. Si no existiere tal "limitación social" 
ciertamente el dueño del solar serla libre en su disposición, pero únicamen- 
te libre en el primer acto dispositivo, nada m 6 ~ . ~ '  

En resumen: las limitaciones por motivos sociales o, de interés público si se 
quiere, potencian todavía más el conjunto de las libertades públicas. De ahí 
que el sentido de lo que deba entenderse por interés público o general en el Es- 
tado Social venga determinado, en última instancia, por una decisión firme 
del Legislador o de la Administración en el sentido de fomentar la "libertad 
igual de las ciudadanos en Sociedad", o lo que es lo mismo, según el artículo 
10.1 CE buscar "el libre desarrollo de la personalidad, la dignidad de la perso- 
na, los derechos inviolables, el respeto a la ley y a los derechos de los demás". 

C. El interés g n i n a l y  los dercchosfundamntalcs 

Los derechos fundamentales "constituyen la esencia misma del régimen 
 constitucional".^^ v non "elementos esenciales de un Ordenamiento objetivo , , 
de la Comunidad nacional, en cuanto ésta se configura como marco de una 

3s Como seíiala DOEHRING, Op. cit., p .  137, "únicamente cuando existen tales limitaciones 
es realizable la libertad individual; esto es, sin +las dicha libenad no existiría. . ." o (p. 141): 
"Puesto que la libertad sin límites sc dcstniyc asímisma, la limitación a la libetad es un elemento 
integrante de esa misma libertad". 

37 DOEHRINO, Op. c 3 ,  pp. 144-145. 
38 STC, de 21 de febrero de 1986. 
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convivencia humana justa y pacífica, plasmada históricamente en el Estado de 
Derecho y, más tarde, en el Estado Social de Derecho." 

Por ello, "dan sus contenidos básicos a dicho Ordenamiento, en nuestro 
caso al del Estado Social y Democrático de Derecho, y atañen al conjunto esta- 
tal (. . .), son un patrimonio común de los ciudadanos individual y colectiva- 
mente (. . .), establecen una vinculación directa entre los individuos y el Esta- 
do y actúan como fundamento de la Unidad política sin mediación a l g ~ n a " . ~  

Los derechos fundamentales, por tanto, se constituyen en pieza clave del 
sistema constitucional. De ahí que la sentencia del Tribunal Constitucional de 
16 de octubre de 1984 señale con contundencia "el destacado interés general 
que concurre en la protección de los derechos fundamentales"." 

No se trata de una consideración aislada de nuestro Alto Tribunal. Todo lo 
contrario. Afortunadamente, la afirmación de que el propio interés general se 
orienta hacia la protección y reforzamiento de los derechos fundamentales 
puede decirse que se encuentra perfectamente consolidada en la jurispruden- 
cia de nuestro Tribunal Constitucional. 

Así, la sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de diciembre de 1986, 
con cita de la de 14 de julio de 1981 señaló: 

. . .los derechos fundamentales resultan ser elementos esenciales de un or- 
denamiento obietivo de la Comunidad nacional. reiterando el destacado in- 
terés público q;e se halla en la base de la tutela.de los derechos fundamen- 
 tale^.'^ 

Igualmente, la Sentencia de 13 de febrero de 1985 estableció que el respeto 
a los derechos fundamentales consagrados por la Corstitución constituyen 
"un componente esencial del Orden público". 

En definitiva, la tarea de protección y promoción de los derechos funda- 
mentales debe ser asumida por el Estado hasta el punto de constituir una de 
sus principales funciones: 

Los derechos fundamentales son los componentes estructurales básicos, 
tanto del conjunto del orden jurídico objetivo como de cada una de las ra- 
mas que lo integran, en razón de que son la expresión jurídica de un siste- 
ma de valores que, por decisión del constituyente, ha de informar el con- 
junto de la organización jurídica y política. . . '? 

59 STC de 14 de julio de 1981 
'0 STC de 14 de julio de 1981 
41 En este sentido, GARCIA DE ENTERRIA, lac. c i t .  p. 122: "Hoy, el interés público primario 

es ,  justamentc. el respeto y el servicio de los derechas fundamentales, cuyo libre y pacifico ejerci- 
cio es cl fundamento mismo del Orden público (aniculo lo .  LOP). y aún del orden político cnte- 
ro: el artículo 10.1 de la Constitución) y no el objetivo a climinar para uiia transpersonaliracidn 
dv éste. 1.a articulación de las lihcrtades públicas individuales ron el interés gcncral deberá bus- 
carse en el sixtrma constitucional mismo y en las Leyes Orgánicas que lo desarrollen (articulo 
81.1) y no r n  ninguna apreciacicin subjetiva de los funcionarios". 

4'2 En el mismo sentido, la STC de 16 dc octubre de 1984. 
STC dr 1 l dc abril dv 1985 



Por tanto, según la doctrina de nuestro Tribunal Constitucional, el De- 
recho Administrativo Constitucional encuentra en la protección y consolida- 
ción de los derechos fundamentales la esencia de su tarea de "servir con objeti- 
vidad a los intereses generales" (art. 103 CE). 

Se trata, pues, de que el propio Derecho Administrativo Constitucional se 
oriente hacia la consecución efectiva de la "libertad en igualdad". Al menos, 
una aproximación a la "vis expansiva" de los derechos fundamentales en el 
Estado Social asi lo demanda. 

El concepto de interés público, o si se quiere interés general, que se suele 
utilizar como fórmula para limitar derechos fundamentales, en última instan- 
cia robustece la operatividad de los derechos fundamentales. Pensemos, por 
ejemplo, en el instituto expropiatorio: la expropiación de un determinado lo- 
cal para instalar un servicio público se dirige hacia el beneficio de los particu- 
1ares.H Si no fuera asi, o si se beneficiaren "determinadas personas" de esa 
expropiación nos encontrariamos con una clara desnaturalización del sentido 
del interés general en el Estado Social de Derecho. 

Es decir, el interés público, el respeto al interks general es el que permite 
instaurar el principio de libertad. Por tanto, como sefiala la Sentencia del Tri- 
bunal de 12 de diciembre de 1986: 

Tanto los derechos individuales como sus limitaciones, en cuanto se deri- 
van del respeto a la Ley y a los derechos de los demás, son igualmente con- 
siderados por el artículo 10.1 de la Constitución "como fundamento del or- 
den polhiio y de la paz social". 

De ahi, como sigue diciendo esta misma sentencia: 

Resulta ficticia la contraposición entre el interés particular subyacente a 
las prúneraa (deirdios hindamentales) y el interés púbiiw que, en ciertos su- 
puestos, aconseja su restricción. 

Por ello, al ser los limites a los derechos fundamentales sus principales pre- 
supuestos constitutivos, los derechos y libertades fundamentales junto a sus 
limites se reconduce hacia la eficacia y potenciación de los primeros: 

Se produce, en definitiva, un régimen de concurrencia normativa, no de 
exclusión, de tal modo que tanto las normas que regulan la libertad como la 
aue establecen límitts a su eiercicio vienen a ser ieualmente vinculantes v 
actúan reciprocamente. Como resultado de esta interacción, la fuerza ex- 
~ans iva  de todo derecho fundamental restrinee. w r  su Darte. el alcance de 
ias normas limitadoras que actúan sobre e l  mismo, be ahi la exigencia 
de que los límites de los derechos fundamentales hayan de ser interpretados 
con criterios estrictivos y en el sentido más favorable a la eficacia y a la 
esencia de tales derechos.'5 

'4 Vid. DOEHRING, Op. cit., p. 146. 
45 STC de 12 de diciembre de 1986 
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En definitiva, el interés general del Estado Social se dirige hacia la poten- 
ciación y robustecimiento de los derechos fundamentales, entendidos como li- 
bertad en igualdad en la Sociedad. 

Ahora bien, como ha señalado nuestro Tribunal Constitucional, el Estado 
Social de Derecho impide que la propia Administración pública monopolice la 
asunción del interés general: 

La configuración del Estado como Social de Derecho viene así a culmi- 
nar una evolución en la que la consecución de los fines de interés general no 
es absorbida por el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua 
Estado-Sociedad.'6 

D. Estado-Sociedndy Derecho Admini~trati~o en d Estado Social 

Dicha sentencia también dispone: 

La interpretación entre Estado y Sociedad se traduce tanto en la partici- 
pación de los ciudadanos en la organización del Estado como en una orde- 
nación uor el Estado de Entidades de carácter social en cuanto su actividad 

un interés público relevante, si bien los grados de intensidad de es- 
ta ordenación y de intervención del Estado pueden ser diferentes." 

Todas estas entidades sociales constitucionales tienen asignadas tareas im- 
portantes en cuanto a la determinación del interés público. Lo cual pone de 
manifiesto, como señala la propia sentencia del Tribunal Constitucional de 7 
de febrero de 1984, que el interés general ya no se encuentra bajo la titulari- 
dad exclusiva de la Administración Públ i~a . '~  

Entonces, esos intereses públicos gestionados por dichas entidades de carác- 
ter social también deben orientarse hacia el pleno desarrollo de la "libertad 
igual" de sus respectivos miembros. De esta forma, la dinámica de la propia 
Sociedad, en última instancia debida a decisiones personales de sus indivi- 
duos, se dirige progresivamente hacia una insatauraciónefectiva de los de- 
rechos fundamentales en el Estado Social. .Ello también demuestra la insufi- 
ciencia de la operatividad del propio Estado cuya actividad cobra así un im- 
portante carácter de subsidiariedad. 

En el fondo, no se trata más que de negar la identidad entre Estado y So- 

46 STC de 7 de febreru de 1984. 
Vid. MEILAN GIL, Prólogo al libro dr J .  RooniGu~z  ARANA. La rurpmrGn del arlo admr- 

nrriroiiuo, Madrid, 1986, pp. 28 y ss. 
a La identidad entre Estado y Sociedad arranca. entre otros autores. de HEGEL. Así, BAR- 

KER, enPolilicol Thoughlin Enqiond: 1848-1912, 1942, p. 66 hace notar, criticando la teoria neone- 

geliana de BRADLEY que en el pensamiento de HECEL la "Sociedad" queda absorbida por el 
Estado. Además, Vid., sobre la operatividad de la identidad entre Estado-Sociedad en los Esta- 
dos totalitarios: BOCKENFORDE, Die Bedeutung der Unterscheidung von staat und Geaellschaft 
¡m Dernotratischen Sorialstaat der Gegenwan, en Fetschrift jür W. Hefermehl, 1972. p. 17. o .  
STURER, Di< Slooi 01s roziolc undpalifir~hr. Gmcinrchnfl rm rnllvlrkrllrn ,~e.rrr<llsrhaflkhm Syrrmi dm So- 
r i a l i m u .  Staat und Rerht, 1968, pp. 1342 y S S .  



ciedad e y,  por el contrario, afirmar el importante contenido liberalizador 
de una Sociedad aue se oreanice hacia la búsauedad del libre desarrollo de la " ~~~- ~~- ~ 

personalidad de cada individuo. 
Al Estado no le queda más remedio en el marco del Estado Social, que ob- 

servar "activamente" el progresivo crecimiento de entes sociales que buscan, 
según la orientación aquí propuestas, la consecusión de un respectivo interés 
público en la medida que el Estado, no sólo legítimo, sino "potencie" la recta 
orientación de dichas entidades hacia el interés público, estará fomentado el 
desarrollo de los derechos fundamentales como valores del Estado Social. Uti- 
lizando un ejemplo bien gráfico, esta "tarea estatal" marcará la temperatura 
del Estado Social. ~ ~ 

En definitiva, el Derecho Administrativo Consritucional o, si se quirrr el 
Derecho Públici~ Constitucional. se encuí.ntra condicionado nor el Estado So- 

~ ~ 

cid. Este, ha quebrado el dogma de la titularidad exclusiva del interés general 
en manos de la Administración del Estado como señala la doctrina del Tribu- 
nal Constitucional como consecuencia, y en la medida en que se ponga el 
acento en la prioridad temporal de los intereses colectivos como elementos de- 
terminantes del Derecbo Administrativo Constitucional, el Derecho Admi- 
nistrativo en el marco del Estado Social ha adquirido un nuevo compromiso 
que le diferencia de su operatividad en épocas pasadas. Ahora debe orientarse 
hacia el pleno desarrollo de los derechos fundamentales, elementos clave del 
Ordenamiento constitucional, tal y como pueden ser concebidos en el marco del 
Estado Social. 

Consecuencia que, según lo aquí expuesto, permite deducirse de la'senten- 
cia del Tribunal Constitucional de 11 de abril de 1985 cuando seriala: 

De la sirrnificación v finalidades de estos derechos dentro del orden cons- " 
titucional se desprende que la garantía de su vigencia no puede limitarse a 
la posibilidad del eiercicio de nretensiones por parte de los individuos. sino 

ha de ser asumida tambiln por el ~ s t a d o .  Por consiguiente, de laobli- 
eación del sometimiento de todos los poderes a la Constitución no solamen- 
& se deduce la obligación negativa por loi derechos fundamentales, sino 
también la obliaación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos, y 
de los valores que representan, así cuando no exista una pretensión subjetiva 
por parte del ciudadano. Ello obliga especialmente al legislador, quien reci- 
be de los derechos fundamentales "los im ulsos y líneas directivas", obli- 
gación que adquiere especial relevancia al Y í donde un derecho o valor fun- 
damental quedaría vacío de no establecerse los supuestos para su defensa. 

49 Vid. M e i u ~  o i ~ ,  Prólogo al libro de J .  Roo~fcuez AKANA. La s u p c ~ i d n  del acr. ndmi- 
nisrrnliuo, Madrid, 1986, pp. 28. 

FORSTHOFF. Dcr inrrowntmc Rcchrioor undScinc Vnorlung, c n  Der Staat. Bd. 2 ,  1963, pp. 
392 y ss senala que los derechos fundamentales entendidos al margen de su sometimiento incon- 
dicional al Estado "llevan a una completa remoddación de nuestro Orden jurídico tradicional 
y "eliminar al dualismo Estado-Sociedad". 
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E. Reflexión final 

La Sentencia que acabo de transcribir ofrece dos importantes considera- 
ciones respecto a la operatividad del Derecho Administrativo del Estado So- 
cial, o Derecho Administrativo Constitucional, como se quiera: 

Primera: los derechos fundamentales, como fin del orden jurídico y de la 
paz social (art. 10.1 CE) deben ser asumidos, como elementos centrales del 
sistema constitucional por el legislador y la Administración. Esa asunción se 
ordenará en mayor o menor medida hacia el Estado Social en cuanto obtengan 
mayores cuotas de unalibertad que sea ejercitada en las mismas condiciones 
por los ciudadanos en Sociedad. 

Segundo: esa asunción de los derechos fundamentales, además de ser "im- 
pulso y línea directiva" que organice el sistema del Derecho Administrativo 
Constitucional, introduce un elemento quizás sorprendente. El Derecho Ad- 
ministrativo debe "contribuir a la efectividad de tales directivos (. . .)aun cuando 
no exista una pretensión subjetiva por parte del ciudadano". Es decir, wmo "los 
derechos fundamentales son los componentes estructurales básicos, tanto del 
conjunto del Orden jurídico como de cada una de las ramas que la integran",51 el 
Derecho Administrativo se encuentra condicionado, en ruantc a su enmarque 
constitucional, por los derechos fundamentales hasta el punto de que la activi- 
dad administrativa en su conjunto debe plantearse, como primer y único fin, 
hacia la realización efectiva de los derechos fundamentales. 

Por otra parte, ya hemos avanzado nuestra opinión sobre el significado de 
los derechos fundamentales en el Estado Social. Por tanto, el ejercicio de la li- 
bertad, principio que se encuentra en la entraña de las libertades fundamenta- 
les, ha de ser garantizado en las mismas condiciones a todos los ciudadanos, 
por el mismo Estado. Este es en mi opinión el sentido de la operatividad del 
Estado Social. En modo alguno se produce como tantas veces se 
una oposición libertad-igualdad, Todo lo contrario, en la medida que el Esta- 
do "tolere" o en su caso potencie, el libre desarrollo de la personalidad en 
igualdad de condiciones hacia una mayor dignidad de la persona, resulta que 
la combinación libertad-igualdad aparece en relación de complementariedad. 
La igualdad al servicio de la libertad para la consecución de mayor dignidad 
personal, o, sería lo mismo, mayor desarrollo de la personalidad en libertad.53 

55 STC 5311985. de 1 1  dc abril. 
12 Vid. LEIBHOI.~, Die Glkchhrii uor dm Ge~ecin~. 1959, DI>. 17 Y ss ii ZACHER, Frcih~'i1zchr De- . . 

rnolrorzr. 1969, pp. I I  1 y ss. 
53 En este sentido, HKK,  en el prólo+p al rnsavo de DOEHKING, citado en este trabajo "De 

esencia de la dignidad del hombre r s  que rada uno tome en su propia mano su libertad y adopte 
en consecuencia una conducta personal. F." corrrspondencia con esa libertad, que presupone la 
dignidad personal del hombrr, está la justiria como valor fundamental en la libre ordenación de 
la Sociedad y del Estado, y en ella está insita la igualdad en tanto que presupuesto de lajusticia en 
las oportunidadrs. El concepto de la igualdad es útil y justo allídonde apunta a la eliminación de 
los condicionarnientris causantes de drsigualdad cuando éstos no sean necrsarior ni aceptables, allí 
donde haya que remediar lar injusticias r l r  nu~rtro urden social pn lihrrtad" (p. 112). 
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Además, el interés general entendido como concepto inmediatamente rela- 
cionado con la realización de los derechos fundamentales y como elemento 
que permite un poderoso protagonismo de los entes sociales como organiza- 
ciones al servicio de intereses generales, invita a un cambio de rumbo en la 
marcha del Derecho Administrativo. Ni más ni menos que ampliar notablemente 
el ámbito de operatividad de un Derecho Administrativo que debe girar, no ya 
sobre la prerrogativa n privilegio administrativo, sino sobre los derechos fun- 
damentales que se erigen, además de en presupuestos de su actividad, en el 
punto final de su itinerario. Para ello, repito, el propio Derecho Administrati- 
vo Constitucional debe permitir la entrada, e incluso potenciar ¿por qué no?, 
del entramado, que cada vez será más numeroso (consecuencia del Estado So- 
cial), de entes sociales con funciones de interés general. 

Todo ello siempre que se afirme, que "el mantenimiento de la libertad se 
exige en fin del mismo Estadn",i+ que "el Estado debe crear las condiciones 
óptimas que garanticen (. . .) y la libertad",55 que "el Estado es la expresión 
misma de la libertad, se identifica con ella, ya que sin un Estado fuerte, la li- 
bertad no existiría"56 o, como sentenciará DOEHRING: "El Estado es la encar- 
nación misma de la libertad en cuanto es el único capaz de  garantizarla".^' 

54 GARCIA DE ENTERRIA, Iw. ci t . ,  en nota (15). 
55 B. HECK, Op. cit., p. 113. 
56 INBODEN, gewalteiiteilung als Grundpmblcm unscrer Zeit, en Gedanke und Gcstalt des 

demokratischen Rcchsstaares, 1965, p. 53. 
57 Op. cit., p .  148. 
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1. Introducción 

Esta actividad conmemora cl centenario del venerable C:ódigo Civil de 
Puerto Rico. El Código Civil español de 1889 fue hecho extensivo a la Isla 
de Puerto Rico por Real Decreto del 31 de julio de 1889. Cornenzó a regir el 
1 de enero de 1890' y se ha mantenido vigente, con innumerables enmiendas, 
hasta nuestros días.' 

El tema que estudiaremos, conforme se enunciará más adelante, ilustra a 
cabalidad la vigencia y sabiduría del centenario código. El concepto, la defini- 
ción y alcance de los alimentos, recogidos en el Código Civil, rigen aún hoy 
día, en unión a una reciente ley especial -de Sustento de Menores- que, 
atendiendo las realidades y necesidades sentidas en estos momentos, creó pmce- 

Trabajo preparado para cl Seminario Conmemorativo del Centenario del Código Civil dc 
Puprto Rico. San Juan, Pueno Rico, octubre de 1989 y enviado par el autorpara su publicación 
en IaReuklo de 10 F ~ u l l o d  <Ir Unecho de Mirico. 

" Catedrático dc Dcrerho, Universidad de Puerto Rico. (c) PFSR, 1989. 
1 T o n ~ ~ s ,  v .  R~bianes.  20 DPR 337, 345 (1914): ". . . en virtud de Red  Decrcto de 31 de 

julio de 188'3 le1 Códigii Civil1 había de comenzar a regir en esta isla a los 20 días de terminarse su 
publicación en IaGa~dn de la Isla, y como la publicación no concluyó hasta el 12 de diciembre de 
1889. . ."Además, Luis MuNoz MORALES, "El C a i g o  Civil de Purno Rico: breve reseña Iiis- 
iórira". en la Reulrro Jurídica, UPR, u,jl. 1, núm. 2, pp. 75-100, panirularmentc la p. 76 (abril 
1932). 

2 Está laedicibn de 1930 del Código Civil de Puirtu Rico. srgúncnmendado. Véase. 
ad~más ,  Manuel R o o n i ~ v ~ r  RAMOS, ' ' B T P v ~  historia de los Códigos Puerrorriqueñus". en la 
Reoirfa Jurídica, UPR, vol. 1'3, núm. 3. pp. 233~272,  particularmentr las pp. 256-7 (enero-febrero 
1950) y MuNor M < i ~ a i . ~ s .  citada, p. 77. 
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dimientos y mecanismos, rápidos y económicos, para garantizar el pago de las 
pensiones alimenticias debidas a nuestros menores de edad. Así se conjugan y 
complementan dos cuerpos legales, uno de carácter general -el Código 
Civil-, con uno especial -la Ley ,de Sustento de Menores-, para beneficio 
de nuestros menores de edad. El Codigo Civil sigue, pues, siendo pilar funda- 
mental de nuestro ordenamiento y herenciajurídica, a través de la cual parti- 
cipamos de la milenaria cultura occidental, europea y española particularmen- 
te, sin que ello signifique menosprecio por otras corrientes, jurídicas también, 
enriquecedoras de nuestro medio. Innecesario es, además, en atención al tema 
que estudiamos, que examinemos cuáles instituciones o normas y disposi- 
ciones juridicas, cuya regulación aparece comprendida en el Código Civil, 
merezcan modificación o sustitución por estar ya superadas por el transcurso 
del tiempo. 

En un documento,g preparado para la Conferencia del Gobernador de 
Puerto Rico sobre La Familia, se informa que el "(T)reinta por ciento de la 
 oblación de Puerto Rico en el año 1985 estaba en las edades de O a 14 años 
áunta  de Planificación, 1986). El grupo de edad pre-escolar (0-4) constituía el 
10 por ciento de nuestra población, mientras que aquéllos entre los 5 a 14 años 
de edad constituían un 20 por ciento".' Más adelante se señala que "(D)e 
acuerdo con el Censo Poblacional, aunque el ingreso anual mediano de la fa- 
milia puertorriqueña durante el año 1980 ascendió a $5,Q00, 20 por ciento de 
las familias tenía un ingreso anual de menos de $2,000 y más de la mitad 
(58%) vivía en condiciones de pobreza. Esta proporción es muy similar a la de 
1970 cuando 60 por ciento de las familias puertorriqueñas vivían en condi- 
ciones de pobreza" . S  

Puede, pues, afirmarse que un buen número de personas, de ese considera- 
ble segmento de nuestra población integrado por menores de edad,6 depende de 

S Lo Fnmilio h i t o n i q u o i o  (Conridnocioncs en torno n unnpoliricnpública), Uniniveidad dc Puerro 
Rico, Noviembre de 1987, 32 páginas. 

4 Ibid. p. 19. 
5 Ibid. En el Informe Caracierkticar Gmnolcr Socioles y Ecodmicor - Auno Rico, Censo de 

Poblacidn, 1980 (Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Negociado del Censo, 
PC80-1-C53B, PR), el Apdndice B- "Definiciones y Explicaciones de las Características de los 
Temas", p6g. B-21, se señala: "Los umbrales de pobreza se revisan todos los años para reflejar 
los cambios en el costo de vida según cl Indice de Precios al Consumidor. En 1979, el umbral de 
pobreza promedio pira iiiia hmilia dr Iiia!n> prrwiiar era $7412 " 

Para los 'asadur Cni<lur. vCirr F d n d  Rrgtrin. \ul 51. Ui> 29. Fridat. Fvl,ruan. 12. 1988. 
~u 4211-14. "ara la< varia? drfinirionrr i, dato$ rriinómicos whrr r l  utiihral de ui>t>ri.za '!>u- . . . . , . 
veny threshald"). Pucno Rico no est i  incluido. 

En el periódicoEIMundo, , San Juan, P.R.,  edición correspondiente al lunes, 14 de marm de 
1988, p. 7, Luia C A B ~ N ,  cn la noticia "En la miseria un tercia de la población", informaba: "Un 
estudio realizado por la Comisión de Asuntos del Consumidor del Senado, . . . revela que más 
de una tercera parte de la población puertorriqueña, o sea, 1,489,492 personas, viven en extrema 
pobreza." Añadía: "El 62% de las familias en Puerto Rico vivían bajo el umbral de pobreza''. 

"a mayor edad comienza a los 21 años. Artículo 247 del Código Civil de Puerto Rico, 31 
LPRA 971. 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. enmendada en 1970, dispone que 
''Será clecrar toda persona que haya cumplido 18 aiios d? edad. . " Para una apinibn sobre la 
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otras para su sustento y subsistencia. De otra parte, nuestra isla "tiene una de las 
más altas tasas mundiales de divorcio. Los datos del año 1984 revelan que por 
cada 100 matrimonios que se celebran anualmente, se decretan 46 divorcios 
(Vázquez Calzada, 1987)" .' Esta realidad ha llevado a que una agencia estatal 
afirme que "(U)n número considerable de los niños nacidos en la década de 
1980, terminará creciendo al lado de un solo padre, específicamente, al lado 
de la madre".R 

Al decretarse un divorcio, el tribunal proveerá de una pensión alimenticia 
para los hijos menores de edad.9Es correcta la apreciación de que "los proble- 
mas relativos a los alimentos surgen cuando se disuelve el matrimonio, por lo 
que el cuerpo de la litigación ocurre dentro de los procesos de divorcio".'" 

El tema de este ensayo gira en torno a la determinación y modificación de la 
pensión alimenticia para menores de edad. La atención particular se centra en 
las guías, basadas en criterios numéricos y descriptivos, que permitan el cómpu- 
to de la cuantía de la obligación alimenticia. 

Conviene, sin embargo, antes del examen de dichas guías, estudiar los fun- 
damentos de la obligación de alimentos a menores de edad y sus bases legales. 

Fundamento. Una autora mexicana, en un libro recientemente publicado, 
afirma que "la obligación alimentaria existe por un derecho natural a percibir 
alimentos que simplemente ha sido formalizado por el legislador convirtiéndo- 
la en derecho positivo y vigente y ,  por otro lado, creando en el ánimo del obli- 

inci~ngruencia de rstr mandato cunstituciunal y la norma del CDdigo Civil, véase Pedro F. S i ~ v a -  
Ruiz, 'Perspectivas futuras rn el desarrollo del derrcho de familia eri Puenci Rica" (ponencia 
presentada en el Curso de Perfeccionamientri para Jueces de Menores y de Familia), 43 Reo. Co- 
icfia Abopodor Puerto Rico 460, 465 (1982). 

7 supro nota 3. p. 12. 
8 Junta  de Planificaribn dc Pucrin Kiro, Boieiin Soczol. Srprlrrnbrt: de 19114, páginas 66-67. 

srgún citado en el Informe de In Comirzón de Swlrnto deMmmrr. presentado al Gobernador de Pueno 
Rico. Depanamento de Servicios Sociales, Scptiembrc dc 1985, página ii, la cita del texto. ade- 
más, significa: "Los padres presentes o auscntcs son f i ~ r a  esencial para la formación de la p e r ~  
rrmalidad de un niño. Se confronta cl problema dc que muchos padres por resentimientos al ex- 
cónyuge destruyen la imagen del otro padre para defender la propia". 

9 Anículo 107 del Código Civil de Purno Rico. 3 1 LPRA 383. Es de rigor advertir que el an- 
terior segundo párraío que Iría: "Al dictar la sentencia de divorcio el juez proveerá lo qur fucra 
pertinente con respecto a los alimentos de los hijos menores dr  rdad". fue derogado en 1'376. A 
pesar de rllo. es obligación del tribunal, en una sentencia de divorcio, proveer alimentos para los 
menores de rdad. 

En CoKn u .  Rmor, 116 DPR 258, a l a  p. 259(1985)seseñala: "Originalmente, rl Art. 107 del 
Códigri Civil disponía, en lo prriinenre, que "Ialldirtar la aentciicia de divorcio pl jurzpriiureri 10 
qu~urrpnl inmir con rrrprrlo o ior oltmmlos de lar htjor mnorcr dc edad". (Enfasis suplido). 31 LPRA 
srr. 383. Fue enmendado rn el 1976. Inexplicablemente, se excluyó ese lenguaje de la nueva rr- 
dacción. iSignifica qup en divorcius en rebeldía no pueden disponerse remedios en cuanto al de- 
'>" "' .<Iiiiii.iii.<iii:ii <,.irt . >,,\.,.4i.\ ,. l,,,< r ,,,<-r,iirr. l.., ii..,,ii<.i., v. i.rq.,ri$.i " 

1 t # l . t~ . . t .  \ t . ]~ rv~~ .o  l'uc r u  K u o  S,< rvrdr~~<l , ,  <Iv Id c : . , r > ~ r r ~ , !  ., I ~ I ~ I ~ ~ ~ . ~ ~ ,  .1phn!, , o,, 
1c . . l , r ! , , , . , ,  . /z.oi i i i r  m r in. , / u  /,>mi > o .  I J i  in.liiliri . iv  I!<hi 1, I d i  
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gado el deber de proporcionarlos independientemente de su voluntad de 
cumplir. La obligación alimentaria es pues un deber moral, pero es también 
un deber jurídico. . . " ' 1  

Esta misma línea de pensamiento aparece recogida en la jurisprudencia 
puertorriqueña. Así se ha podido decir que "(E)1 deber de alimentos se funda 
en principios universalmente reconocidos de solidaridad humana generados 
oor el derecho natural de la vida e im~erativos de los vínculos familia re^".^^ 
Igualmente ha afirmado que "la prestación alimenticialestá fundadden la so- 
lidaridad familiar y en el derecho a la vida del alimentista"." 

Por los fundamentos indicados es que la misma jurisprudencia ha también 
significado "que los casos relacionados con alimentos de menores estan reves- 
tidos del más alto interés público." 

Bases legales. La obligación primaria de proveer alimentos a menores de 
edad recae sobre sus progenitores.15 Las bases de esa obligación aparecen reco- 
gidas en el Código Civil. 

La primera fuente "es parte del contenido jurídico del ejercicio de la patria 
potestad y emana del Art.153 del Código Civil, 31 LPRA sec. 601. . ."'6 

La precedentemente citada disposición legislada reza: 
Sec. 601. Facultades v deberes de los aadres 
El padre y la madre tienen, respecto de los hijos no emancipados: 
1) El deber de alimentos. tenerlos en su compañía. educarlos e ins- 

truirlos con arreglo a su fortuna y representarlos en el ejercicio de todas las 
acciones que puedan redundar en su provecho. 

La segunda base legislada de la obligación alimenticia emana del artículo 
143 del Código Civil, que ordena: 

" Alicia Elena PÉREZ DUARTE Y NOROÑA, Lo obligorión olimmlan~: &bn~iridÍco, iI6n moral, 
co-edición de la Editorial Porda y la Universidad Nacional Autónoma de Mtxics, Mtxico, 
D.F., 1989, p. 10. 

12 MARTINEZ V. RIVERA. 85 JTS 15 (6 marzo 1985), pág. 3869, 116 DPR 164 (1985); Milán 
R O D R ~ C U ~ ~ V .  MuAoz, 110 DPR 610. 612-612 (1981) 181 JTS 51. La expatrimonialidad del fun- 
damento del derecho al sostenimiento para la vida misma. no implica negar la patrimonialidad 
de la prestación en que el deber de alimentos se traduce. 

MUNDO V. CERVONI., 115 DPR 422, 426 (1984). 
lk G Porir N q ó n  Riucro, 87 JTS 114 (9 diciembre 1987), página 5303 JTS, y casos allí cita- 

dos; UPEZ V. RODR~GUEZ, 88 JTS 40 (15 abril 1988), página 5694 JTS. '' El articulo 118 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA 466, ordena: "Sec. 466. De- 
rechos de los hijos legitimas. Los hijos legítimos tiencn derecho: l )  Allevar los apellidos del padre 
y de la madre. 2) A recibir alirnentoa. 3) A la herencia legitima". Debe de advertirse que, en de- 
recho puertorriqueño, tan sólo hay hijos, sin clasificaciones entre cllos. Lo que ocurre es que la 
letra del Código aún no ha sido modificada para ajustarla a pronunciamientos judiciales que des- 
cansan en el mandato constitucional que prohibe el discrirnen por razón de nacimiento. 

I6 Vino r>. Morrll, 115 DPR 4, 11 (1983) (citas omitidas). El articulo 153 del Código Civil de 
Puerto Rico procede del anterior articulo 155 del Código Civil de Espaíia, hoy artículo 154 (rcfor- 
mado en 1981). 



PUERTO KICO: ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD 239 

Sec. 562. Quiénes están obligados a suministrarse alimentos 
Están obligados recíprocamente a darse alimentos, en toda la extensión 

que señala la sección precedente: 
1 .  Los cónvuaes. . - 
2 .  Los ascendientes y descendientes. 
3. El adoptante y el adoptado y sus descendientes." 

En Viera u. Morell, el Tribunal Supremo explica, con meridiana claridad, la 
diferencia entre ambas fuentes de la obligación alimenticia. Sobre la obliga- 
ción alimenticia que surge del citado artículo 153, esto es, del ejercicio de la 
patria potestad, dice: 

Se parte del supuesto de que el aiimentista menor de edad está bajo la 
custodia del padre que ejerce sobre él la patria potestad, o de ambos si estáti 
casados entre sí. Como señala Beltrán de Heredia, no se trata estrictamente 
de una obligación alimenticia independiente o autónoma, sino que está in- 
corporada al conjunto más amplio de deberes y derechos que representa la 
patria potestad, entre los cuales se encuentra el deber de convivir 
con los hiios. alimentarlos en su mesa. educarlos. euiarlos v renresentarlos. 

. u  , . 
Este deber de alimentación, ínsito a ia patria potestad, no depende de un 
estado de necesidad del hiio. pues éste incluso ~ o d r í a  tener bienes suficien- 
tes para su sostenimientó ; aún tener derec6o a ser alimentado por sus 
padres con patria potestad, sino que se basa en el hecho mismo de la gene- 
ración. 

Por el contrario, la obligación alimenticia que descansa en e1 artículo 143: 

Se refiere al caso del nadre o de la madre de hiios no emancioados aue 
no vivien en su compañía y sobre los cuales no tiene la patria potestad, y a 
hiios v otros Darientes. no imoorta su edad. Que tengan necesidad de ali- 
iiirriius, v vicnipri que 1.1 alinirriianrc cuente con recurso? para pro\.errlos. 
A (lifcrcnria dc la obli~ación bajo el qerricio d~ la patria potestad. el (líhír 
dr pni\.rcr alimenior bajo rl articulado del Código que regula los dirncntos 
rnrrc varieiires -142 al 151 (31 LPRA secs. 561 a 5701- se basa rii el esta- 
do deiecesidad del hijo y debende de la condición económica del padre aii- 
mentante. Se distingue, además, en que la obligación es exigible cuando se 
demuestra la necesidad de alimentos del hijo y son reclamados judiciaimen- 
te. An. 147 (31 LPRA 566). '9 

17  Un párrafo adicional, luego del inciso tercero, reza: "Los hermanos se deben 
recíprocamente aunque sólo sean uterinos, conianguincos o adoptivos los auxilios necesarios pa- 
ra la vida, cuando por un defecto físico o moral. a por cualquier otra causa que no sea imputable 
al alimentinta, no puede 6stc procurarse su subsisrencia. En cstos auxilios están, en su caso, 
coniprrndidos los sasros indispensables para costear la instrucción elemental y la enseñanza de 
uiia protisión. ane  u uficiri." Artículo 14'3 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA 562, con- 
forme ennirndadu rn 1979 El articulu 143 del Código Civil de Puerto Rico procede del anterior 
articulo 143 en el Código Civil de España, hoy articulo 144 (reformada en 1981). 

18 115 DPK 4.  12-13 (1983) (citar omitidas). 
r q  lbid p 13. 
Pahlu BELTKÁN IIE HEREDIA Y 0x1s. en su trab+jo Ln Obl@món & Alimrmor mm Ponrmrir, 
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Legislación especial, recientemente aprobada, remite al Código Civil pa- 
ra las disposiciones sobre alimentos, pues ordena que "(L)os padres e hijos, 
los cónyuges, los excónyuges y los parientes están obligados recíprocamente a 
ayudarse y sostenerse económicamente, según lo dispuesto en el Código Civil y 
en la jurispmdencia aplicable. Los padres de un menor de veintiún arios son 
responsables de su manutención y el Tribunal podrá ordenarles pagar una su- 
ma justa y razonable por concepto de pensión alimenticia en la medida en que 
cada cual posea los medios suficientes o tenga la capacidad de ganar u obtener 
tales medios. . . "2 '  

Concepto. El Código Civil define los alimentos. Asícomprende "todo lo que 
es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica. se- 
gún la posición social de la familia. Los alimentos comprenden también la 
educación e instrucción del alimentista, cuando es menor de edad2'.22 

monograíía de Derecho, Tomo 111, núm. 3, publicado por la Universidad de Salamanca, Espa- 
ña, 1958, senala: 

i )  Aludiendo a las obligaciones que emanan del núm. 1 artículo 155 del Código Civil que 
impone a los padres (que ejerzan la patria potestad) con respecto a hijos no emancipados 
el deber de alimentarlos, educarlos e instruirlos (colocado en aquella parte del Libro 1 
sobre la patria potestad) y del articulo 143 (colocado en el Libro 1 cn los alimentos entre 
parientes), dice: "son distintas las fuentes de ambas obligacionrs alimenticias. La obli- 
gación de los padres de alimentar a sus hijos no emancipados tiene su fuente en el hecho 
de la generación y se configuran jurídicamente como un efecto personal de la patria po- 
testad. Y ello con independencia de un estado de necesidad en el hijo. . ." (p. 16). 

ii) ". . .el verdadero fundamento de  la obligación de  los padres de alimentar e instruir a 
sus hijos no emancipados teniendolos en su compañia. está en el hecho de la generación 
como un efecto pcrsonal de la patria potestad" (p. 31). 

¡ir) "En realidad y en derecho estricto con la obligación alimenticia se tutela un interés pri- 
vado, individual, que tiene su fundamento en el dnccho n lo urdo configurada como un 
"derecho de la personalidad". . . "Entre estos dercchos de la personalidad se en- 
cuentra el dcrrcliu a la vida v Ir cntiiriirra en uil L y a r  prvriiitiiriiir ).a i 1 ~ 1  vn CI ti<. 

cabe la exioiriiria ni cl tlirfrutc dr Ii>r demi, I~iriir? Y v-sc ilrrrc Iin a Id i id., r* rl VFT. 

dadrro ) iiniro iuiidamrnti> dr la i>b.tKdi i6n dliinriiiici.i" (p :13 

2' Ley Especial de Sussrncodr Xlriiorrr. Ir" núm j drl .Sti<Ic <Iicii.tiibrr dc 1986, <l LI'KA 
501 r,  ~ r p  (Su$ ). cniiirndada por la 1 . c ~  núm lo de 24 de .abril <lc 1487 r pinr Id 1.r) uúrn $7 '1~. 
5 <le acorti, dc 1989 \'&sr. I'edm F Silva.Kuir. 'Piirn<i R i c u  Imi>r<.\iiid (:hild Siii,i,<in Ol>Ii . . 
gations", 26 ~ l u  ~ o u r n a l o f ~ e m i i y  Inw 169-170 (1987-88). 

21 Articulo 4 de la Ley Especial de Sustento de Menores, 8 LPRA 503 (Supl.) Adviértase la 
última parte: la obligación no se satisface tan sólo con los medios ecoiiómicos qur se posean, xino 
que, también, en la eventualidad de un desempleo intencionado (del alimentante) para no dispo- 
ner de dichos medios, de ingresa imputado de conformidad con la capacidad para devengar 
ingreso. 

22 Articulo 142 del Código Civil, 31 LPRA 561. Procedencia: artículo 142 del Código Civil 
de España, que luego de las reformas al Libro 1 retuvo el mismo número. 

El último párrafo del referido artículo 142 del Código Civil espafiol, reformado en 1981, reza: 
"Entre los alimentos se incluirán los gastos de embarazo y parto, en cuanto no estén cubiertos de 
otro modo." 

En ocasión del Curso de Perfeccionamiento para Jueces de Menores y de Familia, celebrado 
en San Juan, Pueno Rico, en junio de 1981. me referí al caso de Pobón Tirado u. VeIiLqucr Tirodo, 
del Tribunal Superior, Sala de Carolina, donde la demandante ". . . solicita una pensión ali- 
menticia para el concebido. . . La demandante rcclama, además, los gastos prenatales y postna- 
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Beltrán de Heredia, con precisión sintética, nos enseña que "(P)or alimen- 
tos, en el campo jurídico, se entiende, no sólo la manutención de boca, sino 
todo lo que es necesario para satisfacer las necesidades de la vida. . ."2'  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, refiriéndose al concepto de alimentos 
que recoge el Código Civil, ha expresado que "cubre todas las necesidades bá- 
sicas de un ser humano, tanto físicas como intelectuales. En el aspecto de edu- 
cación e instrucción la duración de la obligación se ha limitado a la minoridad 
del alimentista, pero los tratadistas están de acuerdo en que los términos del 
Código no pueden entenderse en sentido tan absoluto y restringido de modo 
que si éste se ha iniciado en un oficio o carrera durante la minoridad, tiene de- 
recho a exigir que el alimentante le provea los medios para terminarlo, aún 
despúes de haber llegado a la mayoridad".2' Y, a renglón seguido, también 
señala que "(E) concepto de alimentos cubre también los honorarios de abogado 
de los menores en una acción para reclamar alimentos, sin que sea necesario que 
el demandado actúe con temeridad al defenderse de la reclamación".2~ 

Determinación de la cuantía de los alimentos: el Códieo Civil. El artículo 146 del . 
Código Civil dispone que "(L)a cuantía de los alimentos será proporcionada a 
los recursos del que los da y a las necesidades del que los recibe, y se reducirán 
o aumentarán en proporción a los recursos del primero y a las necesidades del 
segundo".jb 

Invocando la anterior disposición, el Tribunal Supremo ha dicho que 
"(E)ste principio de proporcionalidadlproporción entre el estado de necesidad 
del aiimentista y la posibilidad económica del aiimentantelresponde a qi te  la 
definición de alimentos del Art. 142 toma en consideración la posición social 
de la familia. Como consecuencia de este requisito de proporcionalidad la 

tales que conlleva su embarazo y alumbramiento máx una pensión alimenticia provisional por un 
período razonable, mientras no pueda gencrar ingresos por sí misma, una vez ocurra el parto". 
El demandado voluntariamente reconoció ser el padre del hijo concebido por la demandante. El 
tribunal ordenú una cantidad de dinero para cuirir los gastos prrnatdcs, medicinas y otros ras- - 
tos inriirridos por ia deman<l<uitr durante la gcrtución. Véase. Pedro F. Silva~Riiiz, Pnrpniuar Fu- 
luros en el Dtranollo del Derrrho dc Farnilio en Purrlo Rico (trabajo presentado en cl Cursa de Perfec- 
cionamiento para Jueces de Mcnnres y de Familia), citada, a las págs. 469-70 (1982). 

2.3 "Comentarios al Código Civil y Compilacioncs Fordes", dirigidos por Manuel ALBA LA^ 
o q o .  Tomo 111 -volumen 2 (artículos 142 a 180), comentadas por Pablo BELIRÁN DE HEREDIA Y 
ONU. ct. al.. Editorial Rmido de Derecho PlluBdo. EDERSA, Madrid, España, sequnda edición re- 
visada, 1982, p. 7.  

24 C'rpro a Morril, rirado. a la p. 14. (Citas omitidas). Sobre el ekcto tributario por depen- 
diente universitario a los Fines de contribución subre ingresos, véase Gotq u Scnrlorio de Horimda, 
88 JTS 149 (5 diciembre 1988) donde el Tribunal Supremo significa que la reforma contributiva 
"manruvo rl propósito dc reconocer a los estudiantes universitarios como dependientes. Esto, 
además de prornuvrr una mayor preparación académica y profesional en nucstra ciudadanía, le 
da virtualidad a la obligación legal de los padres de proveer los medios económicos necesarios pa- 
ra laeducación de sus hijos. Key NIEVES v .  OYOLA NIEVES, 116 DPR 261 (1985)." (pág. 6481 de 
1988 JTS). 

2 5 i b t d .  

26 31 1.PRA 565. Procedencia: los anteriores aniculos 146 y 147 del Códigr~ Civil de España 
que, l u c ~ o  de la redacción de 1981, corresponden a los mismos númercis. 
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cuantía de los alimentos será aumentada o reducida a medida que aumenten o 
disminuyan ambos factores. An.  146 (31 LPRA sec. 565); Falcón u. Cruz, 67 
DPR 530 (1947). El estado de necesidad no implica absoluta indigencia, sino 
que basta que lo sea con sus condiciones personales y sociales. La determinación 
de la posibilidad económica del alimentante se hará tomando en consideración los 
medios de que disponga luego de atender su propio sostenimiento. . . " 2 7  Esta 
doctrina ha sido consistentemente reiterada.28 

Cuando la cuantía de la pensión alimenticia ha sido establecida mediante 
convenio o estipulación en un procedimiento de divorcio, su alteración o mo- 
dificación "procederá solamente cuando exista un cambio sustancial en las 
circunstancias que dieron lugar u originaron el mismo. No hasta cualquier 
cambio en las circunstancias, éste tiene que ser uno sustancial".2g 

Interesa destacar, en este momento, los siguientes criterios que, entre 
otros, la jurispmdencia ha establecido como válidos en la determinación de la 
cuantla de los alimentos: 

l. "El estilo de vida que lleva el alimentante, su capacidad para generar 
ingresos, la naturaleza y cantidad de propiedades con que cuenta, la naturale- 
za de su empleo o profesión y sus otras fuentes de ingreso";30 

2. "(T)anto contribuye a alimentar los hijos el padre que suministra con 
regularidad determinada suma de dinero, como la madre que con su labor y 
energía realiza el propósito y destino de la pensión al preparar y servir la comi- 
da a sus hijos, al mantener la casa limpia y ordenada, al Uevarlos a la escuela 
para su educación, y al médico si se enferman. . . "3' Dicho de otra manera, la 
ex-esposa y madre tiene derecho a que se le reconozca, como su aportación, o 
parte de ésta, al sustento de sus hijos, el trabajo que realiza en el hogar, así co- 
mo el cuidado y vigilancia de dicha progenie.32 

27 V*la U. Murell, ssupra, pegs 14-15. 
28 EX Porte Ncgrún Riucrn, supra; a la pág. 5304 JTS se dice: ". . . los dictámenes sobre pen- 

sión alimenticia siempre están sujetos a cambia, según varíen las circunstancias de los alimentis- 
taso del alimentante". 

29 ExPart<NcpÓn Riucrn, supra; a la pág. 5305 JTS (citas omitidas). En este mismo caso, alu- 
de a juriaprudcncia anterior y dice: "En Exporte Volmcia, 116 DPR 909 (1986), haciéndonos eco 
de estos orincipios resolvimos que una modificación del convenio rrlativo a la pensión alimenticia de hi- . . 
jos menores p m d e  solo, si a la luz de la n u u i  pucóa prcscntada p r  el peticionario, se demuestra que 
éste ha sufrido cambios que afecten su capacidad para provcer alimentos. En caos de pensiones ali- 
menticias de menores, tanto el tribunal como los abogados, deben indicarle a las partes que una 
vez aceptadas las estipulacionrs por el tribunal las mismas sólo se modificarán cuando se le de- 
muestre al tribunal que verdaderamente ha ocurrido un cambio sustancial que afecte la rapaci- 
dad del alimentante para proveer los alimentas a las necesidades de los alimentistas". 

50 UPEZ Y. RODR~GUEZ. 88 JTS 40 (15 abril 1988), pág. 5696 JTS. 
51 MUNW V. CERVONI, 84 JTS 41 (15 maya 1984). pág. 3595JTS; 115 DPR 422 (1984). Es 

de rigor advertir que para que la madre pueda reclamar su trabajo, como contribución al sosteni- 
miento de los hijos, ella ha de realizar el trabajo hogareño y no puede pagar a otras personas por 
esa tarea. 

32 En igual sentido, la doctrina española opina que "(L)a determinación de la contribución 
de loa progenitores a la prestación de los alimentos a la prole deberá conmisurarse para ser deter- 
minada en función de loa medias de ambos y las necesidades de los hijos (cfr. art. 146 Cc.), es- 
tableciendose la contribución de cada uno de ellos -dentro de la que parece justo que se compute 
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;Cómo valorar la aportación no monetaria al determinarlcalcular el mon- 
toicantidad que cada progenitor -padre y madre- contribuirá a la pensión 
alimenticia de sus hijos? El Secretariado de la Conferencia Judicial de Puerto 
Rico ha indicado que "(E)] problema de la decisiónlrefiriéndose a Mundo u. 
Cerooni, es que no da indicaciones sobre la forma de valorar esa aportación. 
Cahr señalar que las sugerencias que se han ofrecido para casos de daños y 
perjuicios podrían ser de utilidad al respecto. Véase J. Yale, "The Valuation 
OS Household Services in Wrongful Death Actions", 34 U n i u n r i y  o j  Toronto 
283 (1984)".''3 

111. Ley especial de sustento de menorer 

Considmaciones generales. Interesa, en primer lugar, destacar dos situaciones 
incontrovertidas. La primera de ellas es "la lentitud en el procesamiento judi- 
cial de casos de pensiones alimenticias. Es alarmante".3' 

La segunda situación aparece descrita, con toda elocuencia, en la Ley Espe- 
cial de Sustento de Menores. Es la siguiente: 

El abandono de las oblieaciones para con sus hiios, Dar Darle de uno o . . .  
ambos padres, es consecuencia del continuo deterioro de los valores sociales 
que culmina en la desintearación de la unidad familiar. Las estadísticas de- 
muestran que la tasa de drvorcios se ha duplicado a partir de 1960, quedan- 
do por ello una aran cantidad de niños con sólo un oadre en el hoaar. En la 
déc.ada pasada &nentaron en un 97 por ciento lo; hogares encabezados y 
sostenidos por sólo uno de los padres. de los cuales 90 oor ciento eran mu- 
jeres. 

Entre los años de 1970 al 1979 el nacimiento de hijos fuera del matrimo- 
nio aumentó en un 50 por ciento y se estima que un 40 por ciento de los 
matrimonios contraídos durante el 1980 terminará en divorcio. 

La familia encabezada y sostenida por un solo padre, casi siempre la 
mujer, se ha convertido en un factor nuevo, alarmante y particularmente 
significativo en las estadísticas nacionales de elevada pobreza. . . 

PI trabajo de dedicación a los hijos, en su caso (arg. a-. 103, Ja.,  k f i n c ,  C c j -  en proposición 
(S¡=;  proporción:^) a sus rcspcctivos haberes (cfr. art. 145, Cr.)" Larruz Berdej~,  ci. a l ,  Elnwoo 
r ¿ ~ t m n  de lo /omilia. 1. Molrirnontoy diuorcio, Civilas, Madrid, España, 1982, p. 555.  

Tribunal Supremo de Purrto Rico, Secretariado de la Conferencia Judil:ial, Apuntcr sobre 
procedimrmtorjdicroirr m lorno a lo familia, citado, p. 189. 

R* MART~NEL Y RIVERA 8 5 J T S  15 (6 de marro de 1985). pág. 3869 JTS. En IosApunirr r o ~  
l ~ r r  pmiiilmirnii,, lii<iiriolrr en lnrno n 10 {ornilin. citado, p. ?R, q r  señala que durante rl año fiscal 
1983-84 se presentaron 31.844 casos de relaciones de familia (cifras preliminares). Se estima que 
"(S)¡ los incidentes post-sentencia fueran rl doble de los casas presentados como se estima por loa 
~IJPCPS entrevistados, fstaríamns hablando de un total de 63,688 incidentes". En nota al pie de 
pág-ina sc informa qur "la rotdidad de casur civiles presentados en el Tribunal Superior, inclu- 
\.rii<l<> los <.isi>r r<~la<ii,ncs dc fariiilia siimaron 89,405". 

La 1 . q  Erpcrial de Sustrntri de Menorrs ha creado procedimientos rápidos y económicos pa- 
ra gararitizar ri pago de las pensiones alimenticias a menores de edad, particularmente los niños 
abandonados. Entrc otros, viñsr. Eddip  río^ Benírez, "La retención de ingresos bajo la Ley de 
Siistrntu de Mcnorer: una rcsrña Y varios comentarios". Xaiirto de h e c h o  Pwlomkwño. año 27. 
núm 102, frbrriii-junio 1988. pli. 255-306 y <:atudio citada más adelante de otro autor(a) 
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. . .las estadisticas del Proarama de Asistencia Económica demuestran 
que más de 60 por ciento de l& padres ausentes no cumplen con sus obliga- 
ciones de proveer regularmente el sustento a sus hiios. . . Cuando el estado 
se hace re'sponsable de alimentar a los menores, esnotable la dejadez de los 
parientes legalmente responsables en cuanto al cumplimiento de sus obliga- 
ciones de sustento.35 

Antcccdmlcs. El Titulo IV-D de la Ley de S e ~ r i d a d  (Seguro) Social Fede- 
ral de 1935, conocido como el "Child Suppor; and ~stabfishment of Pater- 
nity1',36 fue enmendado en 1984.3' Las enmiendas aprobadas en 1984 tienen 
como propósito fortalecer y agilizar los sistemas de determinación, recauda- 
ción v distribución de las ~ensiones alimenticias de los niños. oarticularmente 
los abandonados por uno o ambos progenitores, así como recobrar los fondos 
públicos utilizados para alimentar a los menores de edad.38 

Con el propósito de que Puerto Rico participe de los fondos federales asig- 
nados mediante el referido Titulo IV-D, el 30 de diciembre de 1986 se aprobó 
la Ley Especial de Sustento de me no re^.^^ 

Dctmninnción y modificación de la pmsión alimmticia. Es de particular atención 
y examen en este ensayo la singular disposición de la referida legislación espe- 
cial que hace mandatoria la utilización de unas guías qui,  basadas sobre crite- 
rios objetivos y numéricos (cuantificables), permitan el cómputo de la 
cuantia a la cual asciende la pensión alimenticia para menores de edad. Nos 
referimos al articulo 19 de la Ley Especial de Sustento de M e n o ~ e s . ~  

Una breve cronologia histórica de la anteriormente referida disposición le- 
gal es conveniente para su cabal comprensión. 

La sección 18 de la legislación federal conocida como "Cbild Support En- 
forcement Amendments of 1984"k' enmendó la sec. 467 del Título IV-D de la 
Ley de Seguridad Social Federal y reza así: 

Sec. 467 a) Cada Estado, como condición para la aprobación de su Plan 
Estatal, establecerá guias para la adjudicaciónlconcesión de pensiones ali- 
menticias para menores (child support award amounts) en ese estado. Las 
guias podrán ser establecidas por ley o acción judicial o administrativa. 

35 "Exposición de Motivos de la Ley Especial de Sustento de Menores", Ley Núm. 5 de 30 
de diciembre de 1986, 8 LPRA 501 (Supl.). 

36 P.L. 93-647 del 4 de enero de 1975, Parte B. enmienda la Ley de Seguridad Social Federal, 
y le adiciona un Titulo IV-D, 88 Stat. 2351 y siguientes. VCase 42 USC 651 el. rq. Para una nota 
sucinta sobre el desarrollo histórico de la Ley de Seg-uridad Social Federal, 42 USC 1305. 

37 P.L. 98-378 del 16 de agosto de 1984, conocida como "Child Suppon Enforcement 
Amcndmcnts of 1984", 98 Stat. 1305 y siguientes. Vease 42 USC 651 ti. srq. 

38 Michacl E. BAKER, Updnle on Tillc IV-D, Amcrican Journal of Farnily Law, vol. 1 no. 3, 
Fa11 1987, pp. 383-397. 

LPRA 501 (Supl.) La ley es de aplicación en todos los casos de pensi6n alimenticia para ini- 
nores de edad, independientemente de que este envuelto o no el Programa de Sustenta de Meno- 
res, u otros programas de asistencia social, del Depanamento de Servicios Sociales del Gobierno 
de Puerto Rico, u otra agencia gubernamental. 

L.P.R.A. 518 (Supl.). enmendado el 5 de agosto de 1989. 
48 P.L. 98-378 de 16 de agosto de 1984, 98 Stat. 1305, 1321 
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b) Las guías establecidas en virtud de la sub-sección a )  deberán estar 
disponibles a todos los jueces y otros funcionarios facultados para determi- 
nar pensiones alimenticias en el estado, pero no serán vinculantes para 
dichos jueces u otros funcionarios. 

c). . .y cada Estado suministrará al Secretario copia de sus guías.42 

Esta particular disposición entró en vigor el 1 de octubre de 1987. Las guías 
estarían disponibles el 1 de enero de 1988. 

La ley núm. 5 de 30 de diciembre de 1986 -conocida como Ley Especial 
de Sustento de Menores (de Puerto Rico)- en su artículo 19 dispuso varios de 
los factores a considerarse en la determinación y modificación de pensiones 
alimenticias. Reza Así: 

Artículo 19. Determinación y modificación de la pensión alimenticia. 
La pensión alimenticia se determinará luego de considerar todos los fac- 

tores pertinentes, incluyendo: 1) los recursos económicos de los padres y del 
menor; 2) la salud física y emocional del menor, y sus necesidades y aptitu- 
des educacionales o vocacionales; 3 )  el nivel de vida que hubiera disfmtado 
el menor si la familia hubiera permanecido intacta; 4) las consecuencias 
contributivas para las panes, cuando ello sea práctico y pertinente, y 5) las 
contribuciones no monetarias de cada padre para el cuidado y bienestar del 
menor. 

Para la determinackn de los recursos económicos del obligado a pagar 
una pensión alimenticia, se tomará en consideración, en adición al ingreso 
neto ordinario, el capital o patrimonio total del alimentante. 

La modificación de los acuerdos o de las sentencias, resoluciones u órde- 
nes sobre pensiones alimenticiis procederá solamente en los casos en que 
ocurran cambios significativos o imprevistos en las circunstancias de alguna 
de las partes o cuando se desconociera información pertinente, aunque no 
por culpa de la parte perjudicada por tal desconocimiento, al momento de 
adoptar el acuerdo o de dictarse la sentencia, resolución u orden.43 

Un año más tarde, la Ley núm. 16 de 24 de abril de 1987 enmendó varios 
de los artículos dr la referida Ley Especial de Sustento de Menores, entre ellos 
el 19, pero sin alterar los factores a considerarse en la determinación y modifi- 
cación de pensiones alimenticias y dice así: 

Artículo 19. Determinación y modificación de la pensión alimenticia. 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Los pagos por concepto de pensiones alimenticias y de aumentos en las 
mismas serán efectivos desde la fecha en que se radicó la petición de ali- 
mentos. Bajo ninguna circunstancia el Tribunal reducirá la pensión 
alimenticia sin que el alimentante haya radicado una petición a tales efec- 
tos, previa notificación al alimentista o acreedor. La reducción de la pen- 

42 USC 667 (Supl.) .  
45 I.eyrr Y Resolucirines dr Purrto Ricci. Décima Asamblea Legislativa, Segunda Senión Or- 

dinaria, 1986, pp. 769~770: R 1 . P  R . A .  S I R  (Supl.) 
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sión alimenticia será efectiva desde la fecha en que el Tribunal decida sobre 
la petición de reducción. Todo pago o plazo vencido bajo una orden. de 
pensión alimenticia emitida a través del procedimiento expedito o a través 
del procedimiento judicial ordinario, constituye desde la fecha de su venci- 
miento una sentencia para todos los efectos de ley y por consiguiente, 
tendrá toda la fuerza. efectos v atributos de una sentencia iudicial. inclu- 
yendo la capacidad de'ser pucs;a i n  vigor. aireidora aquí. S; 11. otoriue en- 
tera fe v credito en Puerto Rico v en cualouier estado v no estará suieta a 
reducción retroactiva en Puerto Rico ni.en ningún estádo, excepto que en 
circunstancias extraordinarias el Tribunal podrá hacer efectiva la reducción 
a la fecha de la notificación de la petición de reducción al alimentista o 
acreedor. No se permitirá la reducción retroactiva del monto de la deuda 
por concepto de ias pensiones alimenticias devengadas y no pagadas. 

La modificación de los acuerdos o de las sentencias. resoluciones u órde- 
nes sobre pensiones alimenticias procederá solamente en los casos en que 
ocurran cambios significativos o imprevistos en las circunstancias de alguna 
de las partes n cuando se desconociera información pertinente, aunque no 
por culpa de la parte perjudicada por tal desconocimiento, al momento de 
adoptar el acuerdo o de dictarse la sentencia, resolución u orden. Bajo nin- 
guna circunstancia semodificará una oensión alimenticia dentro del oroce- 
&miento para objetar la retención en'el origen de ingreso del alimeitante, 
conforme dispone el Artículo 24 incisos 3(b) y (4) de esta ley." 

El 13 de octubre de 1988 se aprueba la Ley Pública 100-485, conocida co- 
mo el "Family Support Act of 1988".45 La misma enmienda la sec. 467 del 
Título IV-D de la Ley de Seguridad Social Federal y reza: 

Sec. 467 a)  Cada Estado, como condición a la aprobación de su Plan Es- 
tatal. establecerá guías para la adiudicaciónlconcesión de pensiones alimen- 
ticias para men&es/de edadlen ese estado. Las p í a s  podrán ser es- 
tablecidas por ley o acción judicial o administrativa y deberán reuisarsepor lo 
mtno5 una ver cadn cuatro años óara ascpurar out su abiicación resulte en la de tmina-  - .  
ción dc pmsiones alimenticinr a p r o p i h  110 subrayado fue adicionadol. 

b )  Disponibilidad de las guías; su naturaleza vinculante. 
1) Las guías establecidas en virtud de la subsección (a) de esta sección 

deberán estar disponibles a todos los iueces y otros funcionarios con facul- 
tad para determinar pensiones alimenticias para menores en ese estado 
Iadviértase que se eliminó la frase: "pero no serán vinculantes para dichos 
jueces u otros funcionarios"/. 

2) En todo procedimiento, iudicial o administrativo, para la adiudica- 
ción'de pensión alimenticia para menores, habrá una presunción contro- 
vertible de que la cantidad de la pensión que resulte de la aplicación de 

44 Las primeros dos párrafos de la ley original, de 1986, no fueron alterados. Se añadió a 
dicho artículo 19 un extenso tercer párrafo y el tercer párrafo de la ley original fue enmendado y 
quedó como cuarto párrafo del anículo 19, según enmendado. 

Leyes y Resoluciones de Puerto Rico. Décima Asamblea Legislativa, Tercera Sesión Ordina- 
ria, 1987, pp. 43-44; 8 LPRA 518 (Supl.) 

45 102 Stat. 2343. 
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dichas guías es correcta Una determinación escrita o determinación 
específica en el expediente de que la aplicación de las guías resultaría injus- 
ta o inapropiada en el caso particular será suficiente para controvertir la 
presunción en esc caso. /Todo este inciso fue adicionad01.'~ 

La niisma ley ordenó qur esta sección entrara en vigencia un  ario después 
de aprobada la misma. Como la misma fue sancionada el 13 de octubre de 
1988, esta sección comenzará a regir el 13 de octubre de 1989. 

Con el propósito de cumplir con dicha legislación federal, el 28 de abril de 
1989 se presentó ante la Asamblea Legislativa de Puerto Rico un proyecto de 
administración," que finalmentí. se convierte en la Ley núm. 47 de 5 de agos- 
to de 1989. 

Esta ley enmienda nuevamente el artículo 19 de la Ley Especial de Sustento 
de Menores. Dicho artículo, srgún enmendado, ordena: 

Artículo 19. Determinación y Modifiración de la Pensión Alimenticia 

1. El Departamento de Servicios Sociales, en coordinación y consulta 
con el Director Administrativo de la Oficina de la Administración de Tri- 
bunales y con el Secretario de Justicia, preparará y adoptará guías para de- 
terminar v modificar las oensiones alimenticias oara menores de edad. Es- 
tas guías se aprobarán de conformidad con las disposiciones de la Ley 
Núm. 170, de 12 de agosto de 1988. Las guías deberán estar basadas en cri- 
terios numéricos y descriptivos que permitan el cómputo de la cuantía de la 
obligación alimenticia. Las mismas serán revisadas cuando menos cada 
cuatro aiios a partir de la fecha de su aprobación para asegurar que las pen- 
siones alimenticias resultantes de su aplicación sean justas y adecuadas. El 
Departamento de Servicios Sociales asumirá y responderá de los gastos en 
que se incurran en la preparación, adopción e impresión de las guías. 

A partir del 13 de octubre de 1989, en todo caso en que se solicite la %a- 
ción o modificación de una pensión alimenticia, será mandatorio que el tri- 
bunal determine el monto de la misma utilizando para ello las guías adopta- 
das a tenor con lo dispuesto en el párrafo anterior. 

46 42 USC 667 (Supl.). " P. dc la C .  641 v P. del S. 498 iore~rntados en ambas cámaras leaislativas el 28 dc abril de 
1989). 

El 30 de mavn de 1989. en comunicación diricida a los lucces del Tribunal de Primera Instan- 

de octubre de 1988). 
Conveniente es señalar que con lecha 23 de mayo de 1989, el Lcdo. Rafael Torres Torres. Di- 

rector drl Instiruro de Estudios Judiciales. en ci~municación dirigida alosJueces de Relaciones df 
Farnilia (Jurtrs Suprnorcs). Jucrps del Tribunal dr Uistrito, juiccr Muiiicipales y Examina<lorei 
dr Pensiones Alimenticias, advertía sobre las facultades de los jueces para fijar pensiones alimen- 
ticias. Concluyó que es a los Jueces Superiores Uueres de Relaciones dc Familia) a quienes 
corrr~pondc lijar pensiones alimenticias para menores de edad. luego de analizar ápwentcs 
conflictos con otras disposiciones de Irv. 
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Se presumirá que la pensión alimenticia resultante de la aplicación de las 
gufas es justa y adecuada. Dicha presunción podrá ser controvertida por 
cualquiera de las partes utilizando los criterios establecidos por el Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico. Si, a base de la evidencia presentada para 
rebatir la presunción, el tribunal determinara que la aplicación de las guías 
resultarfa en una pensión alimenticia injusta o inadecuada, así lo hará cons- 
tar en la resolución o sentencia que emita o determinará la pensión alimen- 
ticia luego de considerar, entre otros, los siguientes factores: 1) los recursos 
económicos de los padres y del menor; 2) la salud física y emocional del me- 
nor y sus necesidades y aptitudes educacionales o vocacionales; 3) el nivel 
de vida que hubiera disfrutado el menor si la familia hubiera permanecido 
intacta; 4) las consecuencias contributivas para las partes, cuando ello sea 
práctico y pertinente; y 5) las contribuciones no monetarias de cada padre 
para el cuidado y bienestar del menor. 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Sección 2. Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su 

aprobación a los efectos de que se adopten las guías señaladas en el Artículo 
1 de esta ley, pero su aplicación en todo caso de fijación y modificación de 
una pensión alimenticia será mandatoria a partir del 13 de octubre de 1989. 

Por su particular importancia e impacto. conviene resumir, brevemente, y 
aunque pudiera parecer repetitivo, las disposiciones consagradas en el trascen- 
dental artículo 19 de la Ley Especial de Sustento de Menores, conforme en- 
mendado en 1989. Dicho artículo: 1 )  hace mandatorio el uso y la aplicación 
de guias, basadas en criterios objetivos y numéricos (cuantificables), para la 
determinación y modificación del monto de las pensiones alimenticias; 2) es- 
tablece la presunción controvertible de que la cantidad establecida como pen- 
sión alimenticia, al utilizarse las guías para su determinación, es justa y será, 
por tanto, concedida; 3) dispone que esa presunción puede ser controvertida . - 
por evidencia presentada con ese propósito ante el tribunal, lo que hará cons- 
tar expresamente en la resolución dictada imponiendo determinada pensión, 
para lo cual considerará, entre otros, los factores que se mencionan en la ley y 
f )  las guías serán revisadas por lo menos cada cuatro años para garantizar que 
su aplicación propicie pensiones alimenticias adecuadas. 

En la ponencia escrita, ante la Comisión de Desarrollo Social y Cultural del 
Senado de Puerto Rico, recomendando la aprobación del proyecto de ley's 
-que más tarde se convirtiera en la Ley núm. 47 de 5 de agosto de 1989- la 
Secretaría del Departamento de Servicios Sociales significaba: 

Los criterios establecidos en las disposiciones de ley. . ./vigentes hasta el 
momento/son ciertamente subjetivos, por lo cual podemos señalar que la 
metodologia usada por los tribunales de Puerto Rico para determinar la 
cuantía de la pensión alimenticia está basada en la discreción judicial. Estu- 
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diosos del asunto opinan que dicha subjetividad da margen para que 
ocurran inconsistencias entre las salas de un tribunal y otro e inequidad pa- 
ra las partes envueltas. 

En Puerto Rico, la inexistencia de guías o criterios económicos manda- 
to r io~  pira  la fijación de pensiones alimenticias para menores propicia, 
entre otros, lo siguiente: a) desigualdad en las pensiones alimenticias fija- 
das a alimentantes que se encuentran en igual situación económica; b) ca- 
rencia de una base económica confiable que sirva de guía al juzgador y ca- 
rencia de uniformidad en las decisiones que, sobre este asunto, emiten los 
Tribunales de Puerto Rico; c) falta de orientación a los alimentistas sobre 
la cantidad que razonablemente deberán esperar recibir por concepto de 
pensión alimenticia; así como a los alimentantes sobre la cantidad que razo- 
nablemente deberán esperar pagar." 

El Director Administrativo de los Tribunales, en sus comentarios al proyec- 
to de ley, aludiendo al carácter mandatorio de las guías -para los tribuna- 
les- en la determinación de la cuantía de pensión alimenticia, significaba que 
"(E)] cumplimiento con este requisito puede representar una lesión a la discre- 
ción judicial, provocada por la necesidad de cumplir can los requisitos federa- 
les para el recibo de fondos para sufragar el Programa de Sustento de Menores 
y el Programa de Ayuda a Familias con Niños Dependientes que administra el 
Departamento de Servicios Socialrs"."' 

+q Carmen SONIA Z A Y ~ S .  Ponrncia. rn las vistas públicas drl Srriadn de P u ~ n < i  Rico en torno 
al P. del S. 49R. a las páginas 4 ~ 5 ,  de u n  P E C T ~ ~ < )  de I I páginas, 

'ri la ponencia del Serr~tariv dr  Justicia. de fecha 24 de mayo d i  1989. y en torno al P. dc S. 
498, se r~rornicn<la: "Aunque de la Ipy Ialiidirndri al "Family Suppon Art uf 1988"l surge que 
es nrrirario disponer mediante acción legislativa cl uso y apliración mandatorio de las guías, no 
dispone que las guías <Irb<-n incluirse en la legislaii6n que sc adopip. Estas guías pueden adoptar- 
x adniinistrdtivament~. Resulta convcni~n<e que se a~iiuptcn ndmimnirativamentr y. que a tenor 
iiiii la Ir" Ik~lcral rlch~rári rr\.irarsr cada ru;iirri años 

"1.a Irgi~larión fedvral tambiCn requiere qur sf rstalilczca la piprunción controvcriible de 
que la pcnrión rcsultante d~ la aplicaci6n dc las ~ u í a s  es justa y adecuada. Esta presunción podrá 
rphatirsr si surge de las conrlusiunrs dc hechos basadas rn el rCcord CIUP la pensión rcsultante de 
las guías es inapropiada o injusta, a tenor con los criterius ratablecidos por el Estado". (Pág. 5, de 
una ponencia, cn forma d t  carta. que txni  un total dr 4 pigiiiai). 

""arta del siñor RenP Arrillaga BelPndez. de lecha 22 dv mayo de 1989. dos (2) páginas, 
romcntando el P. drl S. 498, a la pág. 2 

Véase. rama dirigida con ferhv 14 <Ir julio d i  1989, al Asrwr dcl Gobernador para 
Asuritus I.rgislativos. por el Dirccfur Adminisrrativo de tus Tribunales. interino (señor Rivera 
Sáiirh,ez). rurn~ntando el P. de l a C  641 (equivaleni? al P <Ir1 S. 498). 2 páginas. Entrcutros.  se^ 

ñala que el últimu párrdfo dc la src. 1 -dc la hoy Lry 47 de 5 de a~usto  dc 1989- "indicaqur ne 
prrsumirá que la pensión alimenticia risulranic de la aplicarlón de las p í a s  es justa y adecuada y 
que  la misma podrá ser controvcriida pur cualquiera d? las parte3 utilizando los criterios estable- 
cidos por pl Estado Librr Asociado de Pucrto Rico. 1.a medida propuma no precisa quién rs- 
tahlerriá los critprios ni cuálcs son, lo cual cntrndcmos creará difirultadrs cn la aplicación dc lar 
guías. Dr rntendrrsc que los rriieiios qiir drbcn p i a r  al jiizgadrir para dctrrminai que la presun- 
ción fue ~ ~ n t ~ ~ ~ c r t i d a ,  son \os que las d isp~ic iooi r  de ley y la jurisprudencia han raablblecido cu- 
ino riiierios a considerar al calcular una prnsión alirnenriria. los inismos SP enumeran en el 
Ariículo 19 qur s r  prcrindr pnriieridar Estus scin los factures e conriilrrar para determinar prn- 
sión alimcntiria. una ver el juzgador decide nri aplicar lar guías". ( l a  página). 
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A mi juicio, la exigencia de aplicación de unas normas en la determinación, 
por los tribunales, de la pensión alimenticia no lesiona la discreción judicial. 
Por el contrario, la robustece al reducir la utilización y recurrencia a criterios 
subjetivos en dichas adjudicaciones. 

IV. Las guías, basadas m critnios numéricos, para la detmninaciÓnyfr~aciÓn o modifi- 
cación depmsiones alimenticias para menores dc eaád m Puerto Rico. 

Las guías discrecionalcr. En consideración a la legislación federal conocida co- 
mo "Child Support Enforcement Amendments of 1984", que enmendó la 
sec. 467 del Titulo IV-D de la Ley de Seguridad Social Federal, Puerto Rico 
preparó un Modelo dc Guías para detmninar pmsiones alimenticias m Punto Rico.5' 
E1 mismo fue remitido a todos los jueces y examinadores de pensiones alimen- 
ticias el 31 de diciembre de 1987,52 con la recomendación de que "estas guías 
sean utilizadas en todos aquellos casos en que se solicite el establecimiento o 
modificación de las pensiones alimenticias. Estasguías no timm caráctn obligatorio 
y en forma alguna intenta menoscabar la discreción judicial que les ha sido 

Es conveniente significar que la ley federal tan sólo ordenó preparar unas 
&as, cuantificables y objetivas, de aplicación uniforme, para la determina- 
ción y modificación de la cantidad a satisfacerse en carácter de pensión ali- 
menticia. Quedó a la discreción de cada jurisdicción estatal, así como de Puer- 
to Rico y otros territorios, desarrollar el particular enfoque económico y mo- 
delo para establecer la fórmula a utilizarse en la fijación de la cuantía a sa- 
tisfacerse como pensión alimenticia. 

A la promulgación del Modelo aludido en el párrafo anterior le precedieron 
dos estudios. El primero de ellos, Modcloparaf~arpmsiones alimenticiar en Puerto 

AdemBs, comenta la disposición, en el mismo último párrafo de dicha sec. 1 de la Ley 47 de 5 
de agosto de 1989, sobre la presunci6n que se crea y la manera de rebatir dicha presunción. recor- 
dando la Icgislación federal pertinente, 42 USC 667 (b) (2). Señala al efecto: "La Regla 301 dc 
las Reglas Federales de Evidencia establecen que en 10s casos civiles la pane afectada por una pre- 
sunción $610 tiene que presentar evidencia en apoyo de la no existencia del hccho presumido para 
rebatir la presuncidn, pero el peso de la prueba no se cambia y permanece en la parte que origi- 
nalmente la tenía. En Puerto Rico la Regla 14 de las Reglas de Evidencia, 32 L.P.R.A., Ap. IV, 
R .  14, en cuanto al efecto de las presunciones a los casos civiles impone una carga más onerosa 
que la quc impone la referida Regla 301 a la pane que presenta prueba para rebatir la presunción 
e indica que 'Si se presenta evidencia cn apoyo de la determinación de la no existencia de tal 
hecho, la pane que interesa rebatir la presunción debe persuadir al juzgador dc que es más pro- 
bable la no existencia que la existencia d d  hecho presumido'. Sería conveniente que la medida 
exprese el efecto que tendrá la pmsunción en el trámite del caso". (2nda. página de dos). 

51 Documento del Tribunal General de Justicia, Oficina de Administración de los Tribuna- 
les, Diciembre 1987, 1 l páginas numeradas, más Tabla(s) y Guía($) para Asignación de Manu- 
tención Mensual (24 papa.) y varios formularios. 

52 Circular núm.,8, año fiscal 1987-88, 31 de diciembre de 1987, del Director Adniinistrativo 
de los Tribunales, dirigida a todos los jueces y examinadores de pensiones alimenticias, acompa- 
fiándoles el "Modelo de Guías para determinar pensiones alimenticias en Puerto Rico". La Cir- 
cular tiene 2 págs. y el documento Anexo es el descrito en la nota precedente. 

53 lbid pág. 2 de la Circular (subrayado nuestro). 
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Rico: Informe Final." El segundo documento es el Informe del Comiiédecstudiopa- 

" Preparad" por la señora Edmé Ruiz Tonn~s .  Dicirmbre 1987, 72 páginas, más varios 
apéndices. mediantr contrato con la Oficina de Administración dc Iris Tribitnales. 

Estr documrnto consistr en seis partes. 
La Primera Partr se denomina "Marco de Refprmria". SP afirma que "(E)n 1970, el 59.6% 

dc las rdmilias vivía bajo cl nivel de pobreza que rsraba Fijado en $4.412 para una familia de 
cuatro mi~mhrus.  En 1980, dir íaños más tarde. el 58% delas familias en Puerto Rico todavíari- 
vía bajo el nivel de pobreza que se fij6 pn $7.412 para una familia de cuatro niiembros. Si la com- 
posición de esa familia era dc dos niños mpnores de 18 años y dos adultos, el nivel de pobreza se 
fijó pn $7.356" (p. 1 ) .  'l'ambién se indica la alta inridrn~ia de divorcios. "A partir del 1978 
o<iinc iiri <iramitir<i auriirnio rn  Ii~r diriirri<ir r r g i s~ i á~~~ l<~*r  i i r i  (1) iI~v<~rci<i (x>r rnda di>s (2) inarri- 
monios, siruacicín que continúa hasta rl 1984" (p. 7) Esto conlleva, en unión aotros tactorra, u n  
aum~n to  en la incidencia de menores dr  edad, que viven con un  srilo progenitor; muchas veces, la 
madre. Significativo. además. es que en el ingreso personal de los empleados hay un alto porcirn~ 
to dr  transferencias federalcs. 

La Segunda Parte consirir dc la metudologia para "el desarrollo de unas guías para ser utili- 
rada3 en la Nación de penriunrs alimenticias cn Puerio Rico" (p. LO).  "Cadajuir  desarrolla su 
propio métudo, rl cual ap l i~a  consisienreinrnte cn su  jurisdicción. Sin cmbary", el métndo se- 
p i d o  por un juez en particular no guarda relación cun la forma en quc orro juez descarga su r e s ~  
ponsabilidad en asuntos y situaciones similares. Aunquc existen criterios qur se toman en consi- 
deración en todas las ralas (drl Tribunal Superior, Relaciones de Familia. que enumera en el 
Apéndice C), el método aplicado por un juez no necrsariamente roma en consideración lar va- 
riahlrs qur utro j ~ i i z  eriirrir convrnirritc c<insid~rar" (p 1 l )  Conclit~? ~ U C  " (Lb  rrirri>dnloxía 
para detrrminar la cuantia de la pensión alimenticia basada rn la discreción judicial da margen 
para que ocurran inronsistencias entre las salan de un tribunal a otro. Las decisiones en manto a 
pensiones alimenticias se refiere. responden mayormente al criterio prrsonal del juez que preside 
I;i rala ?n dondc sc dr~arrolla la v i ~ i a "  (p 11). 

En la compilación de la data, la analistr 3cñala que algrinas fucntes de información están atra- 
sa<las. Pudo poner al día a l p n a  data, pero no otra. 

La Terrera Parre del ducumcnto significa que "(E)" Estados tinidos existen trcs modelos 
conceptuales que se han utiliiado rn el desarrollo de fórmulas para ser utilizadas como guías en la 
fijación de prnsiones alimrntiiias. Estus modelos son los siguientes: 1. Distrihundn del corio o coito 
'ompantd,> F.str modrlo ii>nsisii- rn la idrnriricarión y rl cálrulci <Ir la* nrccsidñdrs niinimas dr lo* 
niños, basadas en los estimados de gastos actuales d r  una vivienda. La cantidad así obtenida se 
divide enrre ambos padres de acuerdo a la proporción que representa el ingreso de cada cual del 
ingreso crimbinado de ambos 2.  lngrrroi camporltdoi. En ertc enfoque se adjudica una proporción 
del ingreso del padre alimcntantr para rl sustento del niño o niños alimentistas. La proporción 
varia dc arurrdu con rl númrro dr niños. con 1.1 rdarl i l o  con cl n i id  dc inprr,si,? drl p a d r ~ .  Estc 
rnfuqiic i~riliza PI ingrrsii hriito i> V I  in8rrro n i t o  del psdrt :$. lyiuii~lad del rii,~rric, Bajo esip r n f o ~  
q u ~  la carga riiiiiúrnica qu<, rcriilrn dc la disoluci<iri drl \íii<iilo riiacr,inonial, rr distrihuur 
rquita,ivamcnrc r n i r i  anibos p a r i r i r  Para irluiparar V I  riivrl <Ic vidar i i  lus dos hogares a r  a~rihu- 
yc uti.iri~iesi> a cada ~padrr cn mila hoqnr brisári<losr cn t.1 n i i~r i r ro  dr prrxinas rl h i ~ ~ a r .  

"Existen también cr>mbinariones de los tres enfoques. El primer modelo no se ha implantado 
rn ningún estado. El segundo modelo ha sidu utilizado en las fórmula.; de Washington. . . Wis- 
consin . . Minniruta. . . y en Illinois. . . Una combinación del prinieru y segundo modelos se 
encuentra en la fórmula de Delaware (Dclaware Melsiin Formula). El tcrcer modelo no ha sido 
utilizado en ningún estado. . ." (pp. 28-19). 

Se roncluye qup "(N)inguna de las fórmulas existrntes en Estados Unidoi aplicaba a Pueno 
Riro. toda vez quc existía la limitación de datos nereiarios para su aplicación" (p. 29). 

Pruccde PI documento a explicar PI "Modelo de Puertii Riro" para fijar pensiones al im~nti-  
ciar, p. 29 y rs .  "Se srlcrrionó el ingreso neto disponible conio el ingrcso basp a crinsiderar para 
aplirai la proporción que sp requirrr para contribuir a la manutenciiiii de un niño. debido a qur 
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ra la adopción deguíospara  establecetpensiones alimenticios en Puerto Rico,55 que con- 
siste en una evaluación del primer documento, su aprobación, y recomenda- 
ción de que se adopte el modelo propuesto. 

Análisis crítico de los g u í a  (discre~ionales). El Modelo de Guías para d e t m i n a r p e n -  
sioncs alirnenliciar en P u r t o  Rico,56 adoptado por la Oficina de Administración de 
los Tribunales, "consiste de una ecuación algebraica simple, como sigue: 

"Y = A + X (B + D + E); donde: 
"Y = pensión alimenticia pagadera por el aiimentante; 
"A = sosten u obligación básica al menor según determinado por un pro- 

cedimiento y una tabla que se explicará más adelante; 
"X = proporción del ingreso neto disponible del padre alimentante al 

ingreso neto disponible combinado de ambos padres; 
"B = gastos de cuidado de los niños en que incurra el padre custodio para 

~ o d e r  deven~ar  un ingreso; - - 
"C = gastos en educación = matrícula y mensualidad del colegio; 
"D = la mitad de la renta de la vivienda donde residen los niños; 

es el ingr~so que más ticlmenrc representala habilidad económicadel padre para sufragar los gas- 
tos del alimentista. . ." (p. 30). 

"La fórmula de Puerto Rico ex~licitamente no roma cn consideración el incresa del oadre 
rustdto para dcirmindr l a  prnaiún' alimrntiiio ~n ciiihary 8 .  ,r p a n c  dr la pr:i,i,ra dr  4°C rl 
n d o  dinirniirca rrquirn Id niisina prLptini~iii orl in<n<o nrcu di. cada uiii>dr *u. padrr, pdra \u 
aurtcniiiiirntu lid rr,ponsabilidad diiiirntain de anihi>s padrrs sr ~ i l cu l a  pur ~rparadu': p 12 

Para un estudio exhaustivo sobre los factores a considerarse y la metodología a desarrollarse 
en la prrparri i8in dc lar p í a , .  inwrporrndu rriscrius nun>irirn,. para la Jrtrrminaiicin de pro- 
sioncr alimrnitcias para mrii<>rcs dr cdad. r i a l r  Brirloprnmt o/ Ll tdel tnrr  fur l.'htld Svppvrr Orlur. 
Adrtroq Wnrr X~~ornmrndortiini ond FrnnlXtpon U 5 U c ~ a n i i n c t i i  ui Hcalrh arid Hti i<~sn  Scrvirrs.  
0ffiic.of Child Support Enforcemcnt, sept. 1987, inicgrado por tres panes y preparado bajo 
contrato con la agencia federal por los autores. Además, véase Robert G. Williams, ChildSupport 
Guidclincr: Eronomic Barir ond Analyrir o f A l l n w l i o c  Appmooln, June 1987, 27 pp. 

55 Comité nombrado por la Oficina de Administración de los Tribunales. El Inhrrne es de 
Diciembre de 1987, 28 págs. numeradas, más varios apéndices. 

A las páginas 15-16, dice el Comité: "Luego de analizar el informe sometido por la Sra. Ed- 
rné Ruiz, el Comité aprobó su recomendación en cuanto al modclo para determinar pensiones 
alimenticias. Por tanto, el Comiti rcromicndn qu n Punto RICO re doplc  dicho modelo, c l  cual combina el  
modclo ronccptul & dirtn'hurión & corioy el  dc comfmrrir los mg"crar. El mismo considera los gastos dc 
los menores establecidas como un  promedio nacional de gastos mínimos determinada a base del 
númem de menores dependientes y la edad de estos. El modelo recomendado asigna un por cien- 
to del inmem neto del alimentante a ser destinado como ocnsión alimenticia Dara cubrir nastos ~o 

tiiinimos drl mmnr A rssi cantidrd iiiinima %r suiliarin i r r ,  rrngluiirs de gastos qiir no iiivron 
incluidu< r n  la cansidad miniiiia que \un lo> \iwicntr* a Rriitd <i 1ii*iisua1iiIad pdgcida por la i . 8 -  

\icnda. h C;a<!nsdrrdu~ii i<in pri%add, < Pago <Ir ruiddilude niiiu* L,rdr rwipinndor srrnnr,.  
dcrarán separadamente en los casos en quc se reclamen y evidencien, por las siguientes razones: 
l .  Son gastos que varían dependiendo de cada caso: nivel socioeconómico y psibilidades econó- 
micas de cada padre. El renglón de la vivienda varía en forma sustancial de un lugar a otro en 
Pueno Rico. 2. Son gastos cuya razonabilidad debe ser evaluada por el Tribunal en forma indivi- 
dual a la luz de lar posihilidadcs dc pago dr cada padre. 3. Son gastos que deberán prorratearor 
entre ambos padres a base dc la proporción que representa el ingreso de cada uno, de sus ingresos 
combinados". (Subrayado nurstm). 

56 Ver anteriores dos notas. Igualmente ver la nota 51 
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' ' E = otros gastos extraordinarios necesarios y razonables no contempla- 
dos en las categorías anteriores"." 

En atención a esa ecuación, un estudioso concluye que "la pensión alimen- 
ticia pagadera por el alimentante consiste de dos elementos: 1) (U)na cantidad 
para cubrir los gastos básicos mínimos del menor la cual se determina por una 
tabla general de valorrs; y 2 (U)na aportación para gastos adicionales cuya 
cuantía se establece a base de la proporción del ingreso del padre alimentante 
al ingreso total combinado de ambos padres"." 

Un análisis crítico del Modelo de Guías referido concluye que el mismo "no 
cumple los propósitos para los cuales se diseñó debido a las siguientes deficien- 
cias: 

1.  No toma en consideración todos los criterios establecidos por ley pa- 
ra la fijación de pensiones alimenticias. 

2 .  No siguió procedimientos adecuados para medir algunos de los crite- 
rios incluidos en el modelo ni provee guías adecuadas para su aplicación. 

3 .  En términos generales, el efecto de las deficiencias del modelo es su- 
bestimar la pensión que le corresponde pagar al padre alimentante.5y 

Dicho Modelo de Guías no tomó en consideración alguno de los factores perti- 
nentes que la ley60 ordena en la determinación de una pensión alimenticia. 
Así, entre otros no se consideraron: 1 )  "el nivel de vida que hubiera disfruta- 
do el menor si la familia hubiera permanecido intacta"; 2 )  las consecuencias 
contributivas y 3 )  las contribuciones no-monetarias de cada padre para el 
cuidado y bienestar del menor"."' 

No menos importante es que el Modrlo de Guías: 

. . .no toma en consideración el factor más importante para la fijación 
de las ~ensiones alimenticias: las diferencias rn el nivel de ineresos de las fa- 

u 

milias. Este factor afecta los dos criterios básicos establecidos por ley: los re- 
cursos de los alimentantes y el nivel de las necesidades de los alimentistas. . . 

Pero más importante aún es que el modelo adopta unas tablas 
estadísticas que indican la proporción del ingreso neto disponible del padre 
alimentante que se asignará a la manutención de menores, con variaciones 
de dichas proporciones de acuerdo al número y las edades de los menores. 
No obstante, el modelo mantiene estas proporciones fijas por nivel de 
ingresos. Hay aquí un supuesto implícito de que el sostén de los menores de 

57 Sarah TOKKES PERALTA. La Lry Especial de Susipnm dr Menorir y el Derecho de Alimen- 
tos en Puerto Rico, 49 Revista Colesio dr Abogados dp Purrio Rico 206 (198H), citando y repro- 
duciendo od unbattm un análisis drl Modelo de Guiar preparado por el rci>nomi~ta, Dr. Eliczer Cii. 
mei CL'EVAS 

58 l h t d  
"' I b t d .  1>,> 2 1 1 ~ 1 1 .  
b U ~ t Í c u l o  19 de la Ley kispecial de Sustento de Menores, según inrncndada, 8 I.PRA 518 

(Supl.), transrrita rexiualmrnte crin anterioridad rn rste ensayo. 
"I ¡¡>id. i r iv i \<>\  '1. 4 y 'i iIcI ; a i t í < i i l o  1:) <<!nlorriir criiiicri<k<il<i rii IqH'I: ' I ( > K K ~ \  t ' ~ ~ 4 l : l A .  c i f a ~  

dci. p.  207 
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edad de una familia de ingresos altos representa la misma proporción del 
ingreso de la familia que el sostén de los menores de una familia de ingresos 
bajos. No existe en el modelo base alguna para corroborar que esto sea asi y 
nuestra observación de la realidad tiende a indicar lo contrario. Esto quiere 
decir que las guías fallan en considerar adecuadamente las necesidades del 
alimentista conforme a su posición social. 

En segundo lugar, hay que señalar que el modelo no dispone una forma 
adecuada para revisar las pensiones de manera que se pueda compensar 
por la erosión de su valor real ocasionada por la inflación. Esto no se puede 
resolver mediante revisiones cada cinco años. Es necesario proveer un me- 
canismo de revisión anual. 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . .las tablas Iestadisticas que sirven de guias para asignarle al padre ali- 
mentante la parte de la pensión correspondiente a los gastos básicos 
mínimos1 establecen incorrectamente una equidad entre el ingreso neto dis- 
ponible del padre alimentante y el ingreso total de la familia. . . 

Finalmente, debemos señalar que el padre custodio contribuye una serie de 
servicios personales al cuidado y atención de los menores que no requieren 
un desembolso de dinero, pero que tienen el valor del tiempo que el padre 
custodio les dedica. El modelo de guías no toma en consideración estas 
contribuciones. . .'2 

Hay que insistir en el segundo señalamiento anterior, esto es, el mecanismo 
de revisión anual de las oensiones alimenticias oara aiustarlas a su valor real 
debido a la erosión ocasionada por la inflación. En un estudio que publicara 
en 1982 significaba: 

Utilización de una "cldwula de estabilización" o de reualorirnción o reajustabili- 
dad del valor de la deuda dineraria ("escalation clause") en los decretos sobre alimentos 
bara mmorcs de edad 

Una pensión alimenticia que continúe pagándose con igual cantidad de 
dinero desvalorizado v de menor poder adquisitivo, resulta en que el ali- 
mentante paga muchó menos de jo que delqe. Es por ello que debido a la 
inflación. las fluctuaciones o variaciones en el costo de vida v en el poder 
adquisitivo del dinero, se plantea la necesidad de la actualizaciónó reajustabili- 
dad del valor de la deuda dineraria, como requisito del paro efectivo. 

La revalorización de las deudas.de dinero puede lo&aGse por distintas 
vfas, siendo los indices de precios al consumidor una de ellas. 

Pues bien. la resolución iudicial aue imwne alimentos oodría ordenar 
una revisión áutomática (jakualmen;e?) deia cantidad de dlnero a base del 
"Indice de orecios al consumidor oara todas las familias en Puerto Rico por 
áreas y poder adquisitivo del dólar", preparado por el ~e~ar tamento 'de l  
Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico. De conformidad con dicho 
Indice, para el año de 1980, el poder adquisitivo del dólar del consumidor 
fluctuó entre cuarenta v seis (46) centavos para el mes de enero hasta 
cuarenta y cuatro (44)'~enta;os'~ara el mes de diciembre, siendo de 
cuarenta y siete (47) y cuarenta y ocho (48) centavos para algunos meses. 

62 TORRES PERALTA, citado, pp. 210-11. 
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En 1981, durante los meses de enero y febrero, dicho poder adquisitivo fue 
de cuarenta y cuatro (44) centavos y en marzo y abril de cuarenta y tres 
(43) centavos: de lo que se desprende que desde enero de 1980 a enero de 
1981, el poder adquisitivo disminuyó en dos (2) centavos por cada dólar. 

En los Estados Unidos, el tribunal Supremo de Iowa, el 17 de diciembre de 
1980, en Zn Re Stamp, declaró que: "that the cost-of-living adjustment provi- 
sinns based on annual percentage changes in the Consumer Price Index may 
be included in child support decrees." Y el Tribunal de Apelaciones del Esta- 
do de Indiana, en Branstad v. Branrtad, resuelto el 5 de febrero de 1980, dicta- 
minó que: 

"The prnvision (refiriéndose a "The automatic adjustment in the 
amount of monthly support payments based upon changes in the Consu- 
mer Price Index") in no Way infringes upon the rights of either parent to 
pctitinn the court for niodification upon a showing of changed circumstan- 
ces .  . ."" 

Finalmente, para concluir el análisis del Mode lo  de Guím, estoy de acuerdo 
con Torres Peralta cuando dice que "incurre en una falla fundamental que es 
d r  importancia central en lo que se refiere al derecho alimenticio de los niños 
en Puerto Rico". La falla se refiere a que "al ingreso según definido en la Ley 
Especial de Sustento de Menores se le harán las siguientes deducciones para 
obtener el ingreso neto que se recomienda utilizar como base para determinar 
las pensiones alimenticias:. . . e. Pensiones alimenticias previamentr estable- 
cidas judicialmente, sobre la que el alimentante proveerá la evidencia perti- 
nente." Concluye señalando que "(T)al enfoque en el Modelo de Guías es 
simplr y sencillamente impermisible constitucionalmente. Ello significa. en 
efecto, que del ingreso del alimentante /con omisión además del factor de su 
capital/, necesariamente se deducirán las pensiones alimenticias previamente 
fijadas para entonces determinar el ingreso neto del alimentante a base del 
cual se fijará la pensión alimenticia pendiente." Y con un sencillo ejemplo de- 
muestra la improcedencia de dicha deducción. La autora que venimos citando 
snstiene que tal deducción "es insostenible constitucionalmente en nuestro or- 
denamiento jurídico: 1 )  Favorece a los . . .hijos que llegaron primero al foro 
judicial, y discrimina contra los demás. 2 )  Opera contra el mandato de fijar 
pcnsioncs alimenticias a base de criterios objetivos y en forma uniforme. 
3) Aplica indebidamente el principio de primero en tiempo, /primerol en de- 

iudo. ~ á j s  467-8 (citas omitidas). 
En cl periúdiro El Nwuo B g  San Juan, P . R . ,  edirión correspondiente al lunes 28 de agosto 

dr 19R9, página 4, i n  la noticia "Erosionado el p d e r  adquisilivn". se informaba que tomando 
currio año basc 1967. donde el ooder adauisitivo de $1.00 - $1.00. en iunio de 1988. dicho ooder . u 

adquisitivn sc había reducido a 38 centavos de dólar. Un año más tarde, esto es, en junio de 1989, 
eri p u d ~ r  adquisitivo era dr un ccntavn menos, u sea, 37 centavos de dólar, tomando coma año 
bnsr rl prrrcdcntrnirnrr indicado. 
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recho, tan útil en otras ramas del derecho, como por ejemplo, en el campo del 
derecho registral. Se trata de /un/ principio totalmente inaplicable en el área 
de los derechos al imenti~ios".~~ 

Larguías mandntorias. Como quedó dicho, la Ley Núm. 47 de 5 de agosto de 
1989, enmendó el artículo 19 de la Ley Especial de Sustento de Menores,65 pa- 
ra disponer que, a partir del 13 de octubre de 1989, será mandatorio que el tri- 
bunal determine la cuantía de la obligación alimenticia siguiendo unas guías 
que estarán basadas en criterios descriptivos y numéricos. 

Se encomendó al Departamento de Servicios Sociales preparar y promulgar 
dichas guías. El lnfomc Final: Modelo para la+~acián úi pcnriones alimenticias en 
Puerto Rico," de octubre de 1989, fue sometido ante la consideración de dicha 
agencia gubernamental. 

Las gufas que recomienda adoptar son una revisión de las preparadas en 
1987 y de uso discrecional desde 1988 que, a partir del mes de 13 de octubre de 
1989,67 son de aplicación mandatoria en la determinación o fijación de pen- 
siones alimenticias. 

El Comité ad hoc nombrado para revisar el precedente indicado I n f o m  Fi- 
nal lo aprobó el 2 de noviembre de 1989, recomendando su adopción total. 

Finalmente, recientemente se adoptaron y promulgaron las Guínspara &tn- 
minary modijicar pmsiones alimmiicias m Punto Rico. 68 

V .  Conclusiones 

El fundamento, las bases legales y el concepto de alimentos, recogidos en el 
venerable v centenario Códieo Civil de Puerto Rico. v iustamente inter~reta- " , , "  
dos por nuestra jurisprudencia, continúan sirviendo adecuadamente a nuestra 
sociedad, cara al Siglo XXI. 

La Ley Especial de Sustento de Menores, descansando en el Código Civil 
en lo que es propio, a su vez aporta nuevas vías, mecanismos y procedimien- 

64 TORRES PERALTA, citado, pp. 213-14. 
65 Vtase la Pane 111 de este ensayo, el punto núm. 10. 
66 El documento consta de 95 páginas numeradas, más apéndices, y fue preparado por la 

consultora que realizó el estudio, en 1987, que sirvió de base para la adopción de las gufas 
discrecionales. Vtase la anterior nota 54. 

Dicho Infamucansta de ocho panes. La consultara significa que hay ausencia de información 
estadística sobre asuntos sociales. Reitera. en más de una ocasión, la necesidad de que se inicie. 
de inmediato, la recopilación de la data que ayude, oponunamente, en la revisión de las guías 
(pp. 92-93). 

67 La Ley núm. 47 de 5 de agosta de 1989 ordenó que las guías comenzaran a regir el 13 de 
octubre de 1989, pero la promulgación de las mismas se retrasó. 

68 Se acompaíia el documenta. El Artículo V-A "Tablas guías para la fijación de pensiones 
alimenticiaa" consiste de tres renglones: 4)ingreso mensual de cada padre; 6) número de niños en 
la familia para los cuales se está calculando la pensión y e) edad de las niños alimentistas. 

Se acompaña, además, el formulario OAT-435 (Rev enero 1989) en atención a que cl Apén- 
dice 1-Formulario (Hoja de Trabajo: Pensiones Alimenticias) de las Guías se refiere a él. 
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tos, en consideración a las nuevas realidades sociales, que agilizan la reclama- 
ción y el pago de la obligación alimenticia para menores de edad. 

Las guías -basadas en criterios objetivos y numéricos (cuantificab1es)- 
para la determinación o fijación y modificación, judicial, de pensiones alimen- 
ticias para menores de edad constituye una especial y particularísima apor- 
tación al compromiso y política pública de nuestra sociedad de proveer los 
medios, necesarios e indispensables, para atender las necesidades de nuestra 
ninez, los hombres y las mujeres del futuro. 



ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUER'rO RICO 
DEPARTAMENTO DE SER\'ICIOS SOCIALES 

GUIAS PARA DETERMINAR Y MODIFICAR PENSIONES 
ALIMENTICIAS EN PUERTO RICO 

Artículo 1. Propósito 

El propósito de estas guías es la Determinación y Modificaciún de Pen- 
siones Alimenticias a Menores mediante la utilización mandatoria de guías 
uniformes. 

Artículo 11. Base Lezal 

Se adoptan estas Guías de acuerdo con la facultad que confiere al Secretario 
de Servicios Sociales la Ley Número 171 del 20 de junio de 1968, Ley Orgáni- 
ca del Departamento de Servicios Sociales y la Ley Núm. 5 del 30 de di- 
ciembre de 1986, según enmendada, conocida como la "Ley Especial de Sus- 
tento de Menores". 

Artículo 111. Separabilidad 

La declaración por un Tribunal competente de que una disposición de este 
reglamento es inválida, nula o inconstitucional no afectará las demás disposi- 
ciones del mismo, las que preservarán toda su validez y efecto 

Artículo IV. Derosación 

Se deroga el Modelo de Guías para Determinar Pensiones Alimenticias del 
31 de diciembre de 1987. 

Artículo V. Dctmninación y modij icuin de pensiones alimenticias 

B. INSTRUCCIONES PARA COMPUTAR PENSIONES 

Sección 1 .  Ingreso Bruto a considerar: 

La definición del ing;eso bruto está contenida con la Ley núm. 5 del 30 de 
diciembre de 1986, según enmendada, en la Sección 11, Artículo 2.9 y dice co- 
mo sigue: 
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"9. Ingresos-significa cualquier ganancia, beneficio, rendimiento o 
fmto derivado de sueldos, jornales, o compensación por servicios persona- 
les, incluyendo la retribución recibida por servicios prestados como fun- 
cionario o empleado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, del Gobier- 
no Federal de los Estados Unidos, o de cualquier subdivisión política de los 
mismos, o de cualquier agencia o instmmentalidad de cualesquiera de las 
mencionadas entidades en cualquiera que sea la forma en que se pagaren; o 
de orofesiones. oficios. industrias. neaocios. comercio o ventas: o de oDera- . 
cioies en bien sea muebles o inmuebles, que surgen de la pose- 
sión o uso del interés en tal ~ r o ~ i e d a d :  tambien los derivados de intereses. 
rentas, dividendos, beneficios de sociédad, valores o la operación de cual: 
quier negocio explotado con fines de lucro o utilidad y ganancias, benefi- 
cios, rendimientos, fondos, emolumentos o compensaciones derivadas de 
cualquier procedencia, incluyendo compensaciones como contratistas inde- 
pendientes, compensaciones por desempleo, compensaciones por incapaci- 
dad, beneficios de retiro y pensiones o cualquier otro pago que reciba un 
alimentante de cualquier persona natural o jurídica." 

También en la L.E.S.M. en la Sec. VI., Art. 19 en el segundo párrafo se indica: 

"Para la determinación de los recursos económicos del obligado a pagar 
una uenaión alimenticia. se tomará en consideración en adición al inareso 
neto'ordinario, el ~apiial patrimonio total del alimmiantc. " 

Para efectos de la fijación de pensiones alimenticias, se considerará ingreso 
bmto también, el ingreso imputado por el Juez en los casos en que ello lo . 
amerite. 

Se entiende por ingnso imputado aquel ingreso que el tribunal atribuye al 
oadre alimentante cuando exista evidencia de Que el alimentante está de- 
sempleado por voluntad propia pero anteriormente había desempeñado algu- 
na labor productiva o cuando haya evidencia de que el alimentante por volun- 
tad propia abandonó su empleo o redujo su capacidad productiva para eludir 
las responsabilidades alimenticias para con sus hijos. La medida a tomar y el 
ingreso que fije estarán a discreción del juez tomando en consideración la 
empleabilidad del individuo y su historial de trabajo. En casos en que no exista 
información válida al respecto, el juez podrá aplicar el salario mínimo prevale- 
ciente en el área. También se podrá imputar ingreso cuando el padre alimen- 
tante abandona su trabajo para irse a estudiar con el propósito de no cumplir 
su deber de alimentante. Su historial ocupacional podrá utilizarse como base 
para fijar el ingreso neto a imputarse. 

No se imputará ingreso, entre otras cosas: 

1. En aquellos casos en donde el costo del cuidado de niños, cuando ello 
sea requisito para trabajar, y otros gastos a incurrirse, hagan impro- 
ductivo ganar un salario. 
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2.  Cuando la persona por su condición de salud o incapacidad no pueda 
trabajar. 

3 .  Cuando permanecer al cuidado de los niños sea imprescindible para el 
bienestar de éstos. 

En cualquier circunstancia el ingreso imputado quedará a la discreción del 
juez. 

El INGRESO BRUTO SEGUN CALCULADO DEBE ANOTARSE EN 
LA SECCIÓN 1, TANTO PARA EL PADRE CUSTODIO COMO PARA 
EL PADRE NO-CUSTODIO. 

Para los que trabajan por su cuenta ya sea en una profesión, oficio o de 
"chiripas", el ingreso bruto personal se determinará por un procedimiento si- 
milar al que se utiliza en la planilla de contribución sobre ingresos en donde se 
toman en consideración los gastos necesarios en que el alimentante haya in- 
currido para producir su ingrpsu. Anote en la Sección 1 

Ingreso Neto 

La Ley No. 5 d ~ l 3 0  de diciembre de 1986, según enmendada, también de- 
fine lo que se considerará ingreso neto en la Sección 11, Artículo 2.10: 

"10. Ingreso Neto significa aquellos ingresos disponibles al alimentante, 
luego de las deducciones por concepto de contribuciones sobre ingresos, se- 
guro social y otros requisitos mandatoriamente por 1 ~ y .  Se tomarán en 
consideración, además, a los efectos de la determinación de ingreso neto, 
las deducciones por concepto de planes de retiro, asociaciones, y uniones y 
federaciones voluntarias, así como los descuentos o pagos por concepto de 
primas de pólizas de seguro de vida contra accidentes o de servicios de sa- 
lud, cuando el alimentista sea beneficiario de éstos." 

No se considerará como ingreso, los provenientes de los programas de asis- 
tencia económica, los ingresos provenientes de la Categoría de Ayuda a Fami- 
lias con Niños Necesitados (categoría c), al igual que los pagos recibidos bajo 
el Programa de Asistencia Nutricional (PAN) por disposición expresa de la 
Secretaría de Servicios Sociales. 

Sección 2 .  Deducciones Mandatonas 

Se entiende por deducciones mandatorias aquellas deducciones del salario 
bruto de una persona que por ley se requieren en el desempeño de su trabajo. 
(Sume las deducciones mandatorias de cada padre y anótelas en la Sección 2.  
De no existir deducciones mandatorias, anote O en la Sección 2. )  
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Sección 3. Ingrcso Neto 

Réstele al Ingreso bruto las deducciones mandatorias 

Sección 4.Cuotar por Seguro Médico 

Se descontarán del ingreso neto de cualquiera de los padres del alimentista, 
las cuotas que se pagan por seguro médico cuando los hijos alimentistas sean 
beneficiarios del seguro. (Anote la cantidad en la columna correspondiente al 
padre que paga la cuota del seguro m6dico.) 

Sección 5. Ingreso Netn Düponible para el Cómputo de lo Pensión Alimenticia Báricn 

Se considera ingreso neto disponible, aquella parte del ingreso bruto, que 
luego de descontársele las deducciones mandatorias y otras deducciones acep- 
tadas, queda disponible para hacer frente al pago de las pensiones alimenti- 
cias. (A la Sección 3 ristele la Sección 4 .  El resultado anótelo en el encasillado 
correspondiente a cada padre.) 

Sección 6. Proporción del Ingreso Neto Tofnl Disponible que le mnesponde a cada padre. 

El cómputo de la responsabilidad de cada padre en gastos considerados 
como extraordinarios o especiales y que no es posible incluir en la pensión bá- 
sica, dependerá de la capacidad de pago de cada padre y su participación pro- 
porcional en el ingreso neto total de ambos. (Para calcular dicha participación, 
sume el ingreso neto total de ambos padres y divida el ingreso neto del padre A 
entre el ingreso neto total de ambos. Eso representa su contribución al ingreso 
neto total. Haga un procedimiento similar con el padre B y el resultado repre- 
sentará la contribución del padre B en el ingreso neto total.) Anote en la Sec- 
ción 6 en la columna del padre correspondiente. 

Ejemplo: El padre A tiene un ingreso neto mensual disponible de $650 luego 
de su ingreso bruto las deducciones mandatorias y otras deducciones permi- 
sibles. El padre A no se ha casado de nuevo. El padre B tiene un ingreso neto 
disponible de $455. El ingreso neto mensual disponible de ambos es de $650 
+ $455 = $1,105. La parte proporcional que le corresponde al padre A = 

$650 + $1,105 = 58.8%. 
La parte proporcional que le corresponde al padre B = $455 + $1,105 = 

41.2%.(Anote en los espacios correspondientes en la Sección 6.) 

Sección 7. O b l i p i ó n  bárica de cada padre 

La obligación básica alimenticia de cada padre se calcula utilizando tablas 
para la fijación de pensiones alimenticias. La guía consiste de tres renglones 
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a) Núrriero de niños rn la hrnilia para los rualcs sc está calculando la pen- 
sión, b) ingreso neto mensual disponible de cada padre, y c) edad de los niños 
alimentistas. 

Utilice las tablas y cuniplimente el Formulario 1-B que se acompaña. Anotr 
rn la Srccicin 7. el resultado obtenido en la Sección 2;i. dt.1 Formulario 1-B. 

El gasto por cuidados dc niños, cuando este s r  incurra como requisito para de- 
sempeñar un empleo, será prorrateado entre ambos padres en proporción a su 
participación en el ingreso neto total disponible. El gasto deberá responder al 
criterio de razonabilidad, guardando proporción con la experiencia de la loca- 
lidad en donde se incurre el gasto. Anote en la sección 8 el gasto mensual por 
concepto de este renglón. 

Sección 9. Partlciparión de cada padre en PI @O d~ ruidodo dt  niños 

Distribuya la cantidad anotada en la Sección 8 entre ambos padres aplicado 
el % calculado en la Sección 6 por el gasto anotado en la Sección 8. El resulta- 
do se anota en la columna correspondiente a la Sección 9. 

Ejemplo: En el ejemplo anterior, para que la madre pudiera trabajar y reci- 
bir una remuneración monetaria, se requería que obtuviera cuidado para sus 
3 nirios, edades 4, 2, y 1 año. El costo de este servicio era de $50 por niño, con 
un arreglo de $125 por tres niños. 

Ese total de $125 se multiplica por 58.8% = $73.50 y se multiplica por 
41.2% = $51.50 = 

$73.50 le corresponden al Padre A.  
$51.50 le corresponden al Padre B. 
Anote los resultados en la columna correspondiente de la Sección 9.  

Sección 10. Gastos de mensualidad de co<<io 

El gasto mensual en que se incurra para el pago de la mensualidad del cole- 
gio de los hijos alimentistas se multiplica x 10 meses que corresponden a los 
meses del calendario escolar y se dividen entre 12 meses para prorratearlos a 
un año. Ese resultado se anota en la Sección 10. 

Sección 11. Contribución de cada padre a los fastos de rnmsualidnd de colefio para 
los ~limrnlistar 

El gasto de mensualidad obtenido en la Sección 10, se multiplica por la par- 
te proporcional que le corresponde a cada padre en el ingreso neto mensual 
disponible, anotándose el resultado en la columna correspondiente a la Sec- 
ción 11. 



264 PEDRO F. SILVA-RUIZ 

Ejemplo: 

En el ejemplo anterior únicamente el niño de 4 años asistía a un pre-kinder 
en donde se pagaba la cantidad de $65 mensuales por 10 meses. 

Se multiplica $65 x 10 = $650. Esa cantidad se divide entre 12 meses, ob- 
teniéndose que mensualmente el gasto en mensualidad para colegio era de 
$54.16. El padre A contribuye con 58.8% y el padre B con 41.2%. Esto es, al 
padre A le corresponde contribuir $54.16 x ,588 = $31.85. Al padre B le 
corresponde contribuir $54.16 x ,412 = $22.31. 

Se anotan los resultados en las columnas correspondientes a la Sección 11. 

Sección 12. Gastas de matrícula & los niios alimentistac 

El gasto de matrícula se divide entre 12 y se anota en el encasillado corres. 
pondiente a la Sección 12. 

Sección 13. Gmtribución de codo M e  a los garfas ak muhúula de /os niños dimmtlrtar. 

El gasto mensual en matrícula de la Sección 12 se multiplica por la partici- 
pación proporcional de cada padre y eso representa la obligación de cada uno 
en ese renelón. - 

Ejemplo: En el ejemplo anterior el gasto en matrícula era de $100. Ese gas- 
to se divide entre 12 meses y nos da $8.33. El gasto de $8.33 se multiplica por 
58.8% y nos da $4.90 parael padre A. Se multiplica por 41.2% y nos da $3.43 
para el padre B. Esos resultados se anotan en la columna correspondiente a la 
Sección 13. 

Sección 14. Renta mmsual o renid mensual impuidda 

En los casos en que el padre custodio con quien residirán los niños alimentistas 
no haya contraído nuevo matrimonio o no haya constituido un nuevo hogar 
compartiéndolo con un compañero(a) aún sin haber contraído matrimonio, el 
gasto de la renta mensual o del pago mensual de hipoteca será dividido entre 
el número de personas que comparten la vivienda en donde resididrán los ni- 
ños alimentistas, obteniéndose una cantidad mensual per cápita. La cantidad 
que estará sujeta al prorrateo entre los padres será equivalente al per cápita 
multiplicado por el número de hijos alimentistas solicitando pensión alimen- 
ticia. 

Esa cantidad se anotará en el espacio correspondiente en la Sección 14. 
En los casos en que la vivienda perteneciera a una nueva sociedad de ga- 

nanciales o el cónyuge custodio tenga un nuevo cónyuge, el tribunal discre- 
cionalmente establecerá una cantidad razonable por concepto de gastos de 
vivienda del niño o niños alimentistas. 



PUERTO RICO: ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD 265 

Sección 15. Coniribución dc cadn podre a lor gastos dc renta o rnmru2lidndcs dc hipoteca 

La obligación de cada padre con relación al gasto mensual de vivienda (no 
se incluye mantenimiento ni utilidades porque están considerados en la pen- 
sión básica) se determina en proporción a su ingreso. 

Ejemplo: En el ejemplo anterior, el pago de renta ascendía a $175 men- 
suales. Los 3 niños vivían con su madre y ella no había contraído nuevo matri- 
inoiiiu Sin i.izili;irso. I;i n i ~ d r r  <Ir rlla \.ivi;t con rllos En la vivienda rrsidían 5 
pcrtoiio, Se divide $1 75 - 5 = $ 3 5  SC miilripli( a $75 x 3 niños alimrntisias 
= $105. Ese es el gasto que se comparte entre ambos padres. 

$105 x 58.8% = $61.74 para el padre A 
$105 x 41.2% = $43.26 para el padre B 
Las cantidades se anotan en las columnas correspondientes a la Sección 15. 

Sección 16. Contribución de cada padre al sostmimiento de lar niño5 

La contribución u obligación de cada padre al sostenimiento de los niños se 
obtiene sumando los resultados de las Secciones 7. 9 ,  11, 13 y 15. 

El resultado se anotará para cada padre en la columna correspondiente a la 
Sección 16. El padre alimentante no custodio vendrá obligado a contribuir 
con la cantidad así determinada al padre alimentante custodio para el mante- 
nimiento de los menores alimentistas. 

Sección 17. Cákulos para los casoi de curtodia dioidida 

Si la custodia del alimentista se divide por partes iguales entre ambos 
padres, o si hay custodia compartida en donde el alimentista pasa 3 meses o 
más con uno de los padres, el cómputo de la pensión se hace de la siguiente 
manera. 

Se trabaja en el formulario No. 1 en todas sus partes. Es necesario que se 
hagan todos los cómputos para cada uno de los padres. La cantidad que le 
cnrresponda a cada padre se multiplica por el número de meses cn que el niño 
permanecerá con cada uno de ellns. 

Ese total se prorratea en base anual, dividiendo entre 12 meses. El cálculo 
se hace separadamente para cada padre. Ambas cantidades se comparan y el 
resultado de la resta entre ambas será el monto de la obligación que el padre 
que tenga la mayor responsabilidad pagaría al padre durante el año. 

E j n p l o :  Al calcular la responsabilidad de cada padre en la manutención del 
niño que se obtiene del Formulario No. 1, se encuentra que el padre deberá 
contribuir con $450 mensuales y la madre con $325 mensuales. El arreglo de 
custodia compartida es de 4 meses con el padre y 6 meses con la madre. Se 
multiplica $450 x 6 = $2700. Se multiplica $325 x 6 = $1,950. 

Ambas cantidades se dividen entre 12 meses. 
$2,700 + 12 = $225.00 Contribución mensual del padre. 
$1,950 + 12 = $162.50 Contribución mrnsual de la madre. 



266 PEDRO F. SILVA-RUIZ 

Se restan ambas cantidades $225.00 - 162.50 - $62.50 mensuales que el 
padre debe entregar a la madre mensualmente durante todo el año para la ma- 
nutención del niño, salvo estipulación de partes si se llega a otros arreglos. 

Articulo VI. Vigencia 

Este reglamento comenzará a regir inmediatamente a partir de su radica- 
ción en el Departamento de Estado. 

Aprobado diciembre, 1989 

Aphdicc 1 Formulario I 

HOJA DE TRABAJO 
PENSIONES ALIMENTICIAS 

Padre No Padre 
Custodio Custodio 

1. Ingreso Bruto (Mensual). 
(Utilizar Planilla de OAT 
(OAT 435) y verificar fuente 
de ingreso). + = - 

2. Deducciones mandatorias en 
caso de que las mismas exis- 
tan. 

a. Seguro Social. 
b. Contribución sobre In- 

gresos. 
c. Seguro por Desempleo. 
d. Retiro para Empleados 

Gubernamentales. 
e. Ahorrn para Empleados 

Gubernamentales. 
f. Cuotas de Asociaciones, 

Uniones, Federaciones (si 
mandatorias). 

g. Pagos por concepto de se- 
guros (de vida o de acci- 
dentes) si el alimentista es 
beneficiario. 

Si hay una nueva sociedad de gananciales, este cálculo debe hacerse con el ingreso combi- 
nado de ambos. (Ver Formulario 1-A). 
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Padre No Padre 
Custodio Custodio 

Total 
Deducciones Mandatorias. 

3. Ingreso Neto (Sección 1 me- 
nos suma de partidas del 
Item 2 .  

4. Cuotas de Seguro Médico en 
donde el alimentista es bene- 
ficiario. 

5. Ingreso Neto Disponible pa- 
ra el pago de pensiones ali- 
menticias (Sección 1-Sección 
2 y 3, Ver Formulario 1-A, 
Sección 5 para aquellos ali- 
mentantes que tienen una 
nueva Sociedad de Ganan- 
ciales). 

6. Proporción del Ingreso Neto 
disponible (Ingreso neto dis- 
ponible de cada padre t 

Ingreso Neto Total Dispo- 
nible. -9' -% 100% 

Edades de los niños hijos del padre alimentante y edades de los niños hijos de 
la madre alimentante 

Número por grupo de edad 

1-3 4-6 7-10 11-14 15 y + Total 
Niños 

Padre alimentante ------ 
Padre custodio ------ 

Nota: Incluya aquí cualquier alimentista aun cuando reciba pensiones pre- 
vias del alimentante y10 esté conviviendo con él actualmente. 

No. de 
Edades niños Cantidad Total 

7. Obligación básica de ca- 1-3 x 
da padre (Use las tablas 4-6 - x 
que se acompañan, utili- 7-10 - x 
zando el ingreso neto dis- 11-14 x 
ponible de cada padre y 15 y + x 
calcule la obligación bási- 
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Padre No 
Custodio 

ca para cada grupo de 
edad. (Anote aquí el re- 
sultado de la Sección 2, 
Inciso a) del Formulario 
1-B). 

8. Pago por cuidado de niños 
(Mensual). 

9. ~anicipación de cada padre 
en el gasto por cuidado de 
niños (Multiplique la Sec- 
ción 6 por la Sección 8) 

10. Gastos de mensualidad del 
colegio de los alimentistas 
(Multiplique la Sección 6 x 
la Sección 10). 

11. Participación de cada padre 
en el gasto de colegio (Mul- 
tiplique la Sección 6 x la 
Sección 10). 

12. Matrícula del colegio de los 
alimentistas (Divida matrícula 
total entre 12 meses). 

13. Contribución de cada padre 
al pago de matrícula (Mul- 
tiplique la Secciód 6 x la 
Sección 12). 

14. Renta mensual o renta men- 
sual imputada (Divida el to- 
tal mensual entre el número 
de personas que comparten 
la vivienda y multiplique el 
resultado por el número de 
alimentistas a los que se les 
está fijando pensión en este 
caso. 

15. Contribución de cada padre 
a la renta (Multiplique la 
Sección 6 x la Sección 14). 

16. Contribución de cada padre 
al sostenimiento le los niños 
(Sume las Secciones 7, 9, 11, 
13 y 15). 

Padre 
Custodio 
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El padre (custodio, no custodio) deberá proveer al padre (custodio, no cus- 
todio) la cantidad mensual de $ para el sostenimiento de su(s) 
hijo(s): 

FECHA 

Apéndice 2 Formulario 1-A 

CÁLCULO PARA EL INGRESO NETO DISPONIBLE DEL PADRE 
ALIMENTANTE CUANDO EXISTE UNA NUEVA SOCIEDAD DE 
GANANCIALES 

Padre No Padre 
Custodio Custodio 

1 .  Ingreso Bruto Mensual. 
(Anote para el padre alimen- 
tante la Sección 1 del For- 
mulario Núm.1) (Para el 
cónyuge actual, calcule el 
ingreso bruto según instruc- 
ciones de la Sección 1 del 
Formulario 1). 

2.  Total deducciones mandato- 
rias. (Para el padre aiimen- 
tante anote la Sección 2 del 
Formulario Núm. 1 .) (Para 
el cónyuge actual utilice el 
procedimiento explicado en 
el Formulario Núm.1). 
a. Sewro Social. 
b. Contribución sobre ingreso 
C. Seguro por desempleo 
d. Retiro para empleados gu-  

bernamentales. 
e. Ahorro para empleados gu- 

bernamentales. 
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Padre No Padre 
Custodio Custodro 

f. Cuotas de: Asociaciones, 
Uniones Federaciones (Si 
mandatorias). 

g. Pagos por concepto de segu- 
ro de vida o de accidentes si 
el(la) alimentista(s) son be- 
neficiarios. 

Total deducciones mandato- 
rias. 

3. Seguro médico para hijos 
alimentistas (Anote aqui la 
Sección 3 del Formulario 
Núm. 1 para el padre ali- 
mentante. 

4. Ingreso neto disponible (Pa- 
ra el padre alimentante ano- 
te el resultado de la Sección 
5 del Formulario Núm. 1)  
(Para el cónyuge actual reste 
a la Sección 1 de este Formu- 
lario a la Sección 2 y la Sec- 
ción 3 y anote el resultado en 
esta Sección). 

5 .  Ingreso neto mensual dispo- 
nible de la nueva sociedad de 
gananciales (Sume la Sec- 
ción 5 del padre alimentante 
y el del cónyuge actual.) 
Traslade esta cifra a la Sec- 
ción 5 del Formulario Núm. 
1 .  + - - 

CÁLCULO DE LA OBLIGACI~N ALIMENTICIA BÁSICA DE CADA 
PADRE 

1. Ingreso neto mensual dispo- 
nible (Línea 5 del Formula- 
rio 1). 

2 .  Obligació? de cada padre al 
mantenimiento de los meno- 
res alirnentistas. 
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Padre No 
Curtodio 

a. Identifique el número de los 
menores alimentistas y las 
edades de éstos. 

Padre 
Custodio 

Nota: Tome en considera- 
ción todos los menores ali- 
mentistas a los que el padre 
debe proveer alimentos aun- 
que éstos tengan ya una pen- 
sión previa fijada y10 convi- 
van con él actualmente. 

1 2 3 1 2 3 
No. de Cantidad Total No. de Cantidad Total 
Niños Niños 

Menores de 3 años - X  - - - X - = - 
3-5 - X  - - - x  - - - - 
6-10 - x  - - - x  - - - - 

11-14 - x  - - x - - - - - 
15 + - x  - = X - - - - 

Total de cada padre 
(Sume las cantidades que 
aparecen en la columna 3 )  - 
h. Localice en las Tablas que se 

incluyen la ,tabla correspon- 
diente al Num. de niños pa- 
ra los que se computa la pen- 
sión de acuerdo con el ingre- 
so neto disponible de cada 
padre. (Un niño, 2 niños, 3 
niños, 4 niños, 5 niños o 
más) 

c. Localice en la columna de la 
extrema izquierda el ingreso 
neto mensual disponible de 
cada padre por separado. 

d. Localice la columna apro- 
piada para la edad de cada 
niño, busque la cantidad que 
le corresponde según su 
edad. La edad a tomarse es 
aquella más cercana a la 

fecha de su cumpleaños. Ej. 
3 años 10 meses = se enten- 
derá 4 años, 3 años 1 mes = 

se entenderá 3 años. 
e. Anote la cantidad en la co- 

lumna correspondiente a la 
edad del niño en el Inciso a) 
a la Sección ?a. y multipli- 
que por el Num. de niños en 
esa edad. 

f. Sume todas las cantidades 
correspondientes a cada niño 
y esa será la obligación ali- 
menticia básica de cada 
padre. (Anote en la columna 
de totales de la Sección 2 in- 
ciso a) de este formulario.) 
Transfiera esta cantidad a la 
Sección 7 del Formulario 1. 
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A. TABLAS GUIAS PARA LA FIJACION DE PENSIONES ALIMEN- 
TICIAS 

N U M E R O  D E  NINOS C U A T R O  CINCO Y MAS 

E M D  NINOS MENOS 3 A 1  6 A I O  l l  A l 4  1 5 Y  MENOS 1 A I  6 A  IO I r  A l <  I S Y  
DE 3 MAS DE 3 MAS 

76.92 
79.M 
80.36 
81.09 
81.91 
82.54 
83.26 
83.98 
84.71 
85.43 
86.16 
86.m 
87.60 
88.33 
89.05 
89.78 
90.50 
91.22 
91.95 
92.67 
93.10 
94.12 
94.84 
95.57 
96.29 
97.02 
97.74 
98.46 
99.19 
99.91 

IWM 
101.36 
102.08 
102.81 
103.53 
1M.26 
1M.98 
105.70 
106.43 
107.15 
107.89 
108.60 
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